
 

 

 

C-VCT-GIAM-LA-0084 
 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 
 

GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 
 

PUBLICACIÓN LIBERACIÓN DE ÁREA 
 
El suscrito Gestor del Grupo de Información y Atención al Minero hace constar que dando cumplimiento 
al numeral 4 del artículo 10 de la Resolución 206 de marzo 22 de 2013 y al artículo 1 del Decreto 935 de 
2013, se procede a publicar en la página web de la Agencia Nacional de Minería, la Resolución con su 
respectiva Constancia de Ejecutoria de los siguientes expedientes que ordenan liberación de área: 
 
 

Dada en Bogotá D, C a los Once (11) días del mes de Noviembre de 2021. 
 
 
 

JOSE ALEJANDRO HOFMANN DEL VALLE 
COORDINADOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

Elaboró: María Camila De Arce 
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No. EXPEDIENTE RESOLUCIÓN No. FECHA 
CONSTANCIA 

EJECUTORIA No. 
FECHA DE 

EJECUTORIA 

 
CLASIFICACIÓN 

1 ARE-269 
Resolución No. 217 

Resolución VPPF No. 
023 

06/09/2019 
25/02/2020 

CE-VCT-GIAM-00648 21/05/2020 
SOLICITUD 

2 ARE-453 Resolución No. 011 11/02/2020 CE-VCT-GIAM-00692 14/07/2020 SOLICITUD 

3 ARE-401 Resolución No. 014 11/02/2020 CE-VCT-GIAM-00693 14/07/2020 SOLICITUD 

4 ARE-392 Resolución No. 015 11/02/2020 CE-VCT-GIAM-00694 14/07/2020 SOLICITUD 

5 ARE-484 Resolución No. 026 02/03/2020 CE-VCT-GIAM-00696 14/07/2020 SOLICITUD 

6 ARE-412 Resolución No. 028 02/03/2020 CE-VCT-GIAM-00698 14/07/2020 SOLICITUD 

7 ARE-459 Resolución No. 031 02/03/2020 CE-VCT-GIAM-00699 14/07/2020 SOLICITUD 

8 ARE-280 Resolución No. 044 31/03/2020 CE-VCT-GIAM-00703 14/07/2020 SOLICITUD 

9 ARE-179 Resolución No. 045 31/03/2020 CE-VCT-GIAM-01254 21/10/2020 SOLICITUD 

10 ARE-403 
Resolución No. 252 
Resolución No. 050 

22/10/2019 
31/03/2020 

CE-VCT-GIAM-00710 16/07/2020 
SOLICITUD 
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CE-VCT-GIAM-00648 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 

Resolución VPPF No 023 DE 25 DE FEBRERO DE 2020, por medio de la cual se resuelve el 

recurso de reposición presentado con radicado No. 20199020420142 presentado contra la 

resolución no. VPPF No. 217 de 6 de septiembre de 2019, proferida dentro del expediente 

ÁREA DE RESERVA ESPECIAL VEREDA FERREIRA- AMAGÁ SOL. 630, identificado con placa 

ARE-269, fue notificada a los señores ROBINSON DE JESUS VELEZ CANO, JOSE OMAR 

ARBOLEDA CORTES, JAIRO ALONSO PEREZ y JOSE DURLANDY TRUJILLO GARCIA mediante 

Aviso No 20204110319381 del 29 de abril de 2020, entregado el día 20 de mayo de 2020; 

quedando las mencionadas resoluciones ejecutoriadas y en firme el día 21 de mayo de 

2020, como quiera que contra dichos actos administrativos no procede recurso, por lo cual 

queda agotada la vía gubernativa.  

 

Dada en Bogotá D C, a los diez (10) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 
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CE-VCT-GIAM-00692 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 011 DE 11 DE FEBRERO DE 2020, proferida dentro del expediente de 
la solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL VEREDA EL 17 SOL 969, identificado con placa 
ARE-453, fue notificada a los señores NARCISO DUMAZA CHAJITO, GONZALO TUNAY 
GONZALEZ, JHON JAIRO TIRADO HERRERA y RUBÉN DARÍO CANO OSPINA mediante Aviso 
No 20204110316921 del 01 de abril de 2020, entregado el día 07 de abril de 2020; sin 
embargo, en virtud a la Emergencia Sanitaria decretada por el Gobierno Nacional así como 
la suspensión de la atención presencial y términos de algunas actuaciones administrativas1 
por parte de la Agencia Nacional de Minería, este acto administrativo queda ejecutoriado y 
en firme el día 14 de julio de 2020, considerando que los términos de estas actuaciones 
fueron reanudados el día 01 de julio de 2020 y contra la misma no se presentó recurso 
alguno, por lo cual queda agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

 

 

                                                           
1 Mediante las Resoluciones 096 del 16 de marzo de 2020, 116 del 30 de marzo de 2020, 133 del 13 de abril de 2020 y sus modificaciones 

mediante Resolución 174 del 11 de mayo de 2020 y 192 del 26 de mayo de 2020, así como también la Resolución 197 del 01 de junio de 
2020, medidas que estuvieron vigentes desde el 17 de marzo de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de junio de 2020 y del 02 de 
junio de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de julio de 2020; entendiéndose que el día 01 de junio de 2020 corrieron términos en 
todas las actuaciones administrativas, así como que la reanudación definitiva de términos se efectuó a partir del día 01 de julio de 2020. 
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CE-VCT-GIAM-00693 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 014 DE 11 DE FEBRERO DE 2020, proferida dentro del expediente de 
la solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL BOQUERON - SOL 696, identificado con placa 
ARE-401, fue notificada a los señores RICARDO VILLALOBO ARIAS, ARMANDO JOSÉ 
VILLALOBO ARIAS, DINA LUZ VILLALOBO ALMEIRA, YULEINIS MARÍA VILLALOBO ALMEIRA, 
ABELARDO SEGUNDO GARCÍA ARIAS, LUIS RODOLFO VILLALOBOS ARIAS, SANDRA ISABEL 
VILLALOBOS ARIAS, MARELIS DEL CARMEN ALMEIRA ARIAS, MACGIONIS VILLALOBO 
ARIAS y MARÍA JOSEFA ALMEIRA ARIAS mediante Aviso No 20204110318091 de fecha 29 
de abril de 2020, entregado el día 04 de mayo de 2020; sin embargo, en virtud a la 
Emergencia Sanitaria decretada por el Gobierno Nacional así como la suspensión de la 
atención presencial y términos de algunas actuaciones administrativas1 por parte de la 
Agencia Nacional de Minería, este acto administrativo queda ejecutoriado y en firme el día 
14 de julio de 2020, considerando que los términos de estas actuaciones fueron reanudados 
el día 01 de julio de 2020 y contra la misma no se presentó recurso alguno, por lo cual queda 
agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

                                                           
1 Mediante las Resoluciones 096 del 16 de marzo de 2020, 116 del 30 de marzo de 2020, 133 del 13 de abril de 2020 y sus modificaciones 

mediante Resolución 174 del 11 de mayo de 2020 y 192 del 26 de mayo de 2020, así como también la Resolución 197 del 01 de junio de 
2020, medidas que estuvieron vigentes desde el 17 de marzo de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de junio de 2020 y del 02 de 
junio de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de julio de 2020; entendiéndose que el día 01 de junio de 2020 corrieron términos en 
todas las actuaciones administrativas, así como que la reanudación definitiva de términos se efectuó a partir del día 01 de julio de 2020. 
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CE-VCT-GIAM-00694 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 015 DE 11 DE FEBRERO DE 2020, proferida dentro del expediente de 
la solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL VEREDA LA PLAYA - LA BELLEZA SOL 796, 
identificado con placa ARE-392, fue notificada a los señores MAURO ANTONIO QUITIAN 
ARANDA y PEDRO ALONSO TÉLLEZ PARRA mediante Aviso No 20204110318081 de fecha 
29 de abril de 2020, entregado el día 05 de mayo de 2020; sin embargo, en virtud a la 
Emergencia Sanitaria decretada por el Gobierno Nacional así como la suspensión de la 
atención presencial y términos de algunas actuaciones administrativas1 por parte de la 
Agencia Nacional de Minería, este acto administrativo queda ejecutoriado y en firme el día 
14 de julio de 2020, considerando que los términos de estas actuaciones fueron reanudados 
el día 01 de julio de 2020 y contra la misma no se presentó recurso alguno, por lo cual queda 
agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

 

                                                           
1 Mediante las Resoluciones 096 del 16 de marzo de 2020, 116 del 30 de marzo de 2020, 133 del 13 de abril de 2020 y sus modificaciones 

mediante Resolución 174 del 11 de mayo de 2020 y 192 del 26 de mayo de 2020, así como también la Resolución 197 del 01 de junio de 
2020, medidas que estuvieron vigentes desde el 17 de marzo de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de junio de 2020 y del 02 de 
junio de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de julio de 2020; entendiéndose que el día 01 de junio de 2020 corrieron términos en 
todas las actuaciones administrativas, así como que la reanudación definitiva de términos se efectuó a partir del día 01 de julio de 2020. 
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CE-VCT-GIAM-00696 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 026 DE 02 DE MARZO DE 2020, proferida dentro del expediente de la 
solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL CAMPO VIJAO SOL. 607, identificado con placa 
ARE-484, fue notificada a los señores JORGE ANTONIO MORALES CANO, IVÁN DARÍO 
RODRÍGUEZ PALACIO y LUIS FERNANDO HENAO MONTOYA mediante Aviso No 
20204110319361 de fecha 29 de abril de 2020, entregado el día 07 de mayo de 2020; sin 
embargo, en virtud a la Emergencia Sanitaria decretada por el Gobierno Nacional así como 
la suspensión de la atención presencial y términos de algunas actuaciones administrativas1 
por parte de la Agencia Nacional de Minería, este acto administrativo queda ejecutoriado y 
en firme el día 14 de julio de 2020, considerando que los términos de estas actuaciones 
fueron reanudados el día 01 de julio de 2020 y contra la misma no se presentó recurso 
alguno, por lo cual queda agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

 

                                                           
1 Mediante las Resoluciones 096 del 16 de marzo de 2020, 116 del 30 de marzo de 2020, 133 del 13 de abril de 2020 y sus modificaciones 

mediante Resolución 174 del 11 de mayo de 2020 y 192 del 26 de mayo de 2020, así como también la Resolución 197 del 01 de junio de 
2020, medidas que estuvieron vigentes desde el 17 de marzo de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de junio de 2020 y del 02 de 
junio de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de julio de 2020; entendiéndose que el día 01 de junio de 2020 corrieron términos en 
todas las actuaciones administrativas, así como que la reanudación definitiva de términos se efectuó a partir del día 01 de julio de 2020. 
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CE-VCT-GIAM-00698 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 028 DE 02 DE MARZO DE 2020, proferida dentro del expediente de la 
solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL QUEBRADA NEGRA Y CAMOYO SOL. 805, 
identificado con placa ARE-412, fue notificada al señor NÉSTOR ALFONSO BERMÚDEZ 
mediante Aviso No 20204110319341 de fecha 29 de abril de 2020, entregado el día 06 de 
mayo de 2020, y a los señores MARLENY DEL CARMEN NOVOA LÓPEZ y JORGE ENRIQUE 
GORDILLO MORALES mediante Aviso No 20204110319331 de fecha 29 de abril de 2020, 
entregado el día 15 de mayo de 2020; sin embargo, en virtud a la Emergencia Sanitaria 
decretada por el Gobierno Nacional así como la suspensión de la atención presencial y 
términos de algunas actuaciones administrativas1 por parte de la Agencia Nacional de 
Minería, este acto administrativo queda ejecutoriado y en firme el día 14 de julio de 2020, 
considerando que los términos de estas actuaciones fueron reanudados el día 01 de julio 
de 2020 y contra la misma no se presentó recurso alguno, por lo cual queda agotada la vía 
gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

 

 

                                                           
1 Mediante las Resoluciones 096 del 16 de marzo de 2020, 116 del 30 de marzo de 2020, 133 del 13 de abril de 2020 y sus modificaciones 

mediante Resolución 174 del 11 de mayo de 2020 y 192 del 26 de mayo de 2020, así como también la Resolución 197 del 01 de junio de 
2020, medidas que estuvieron vigentes desde el 17 de marzo de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de junio de 2020 y del 02 de 
junio de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de julio de 2020; entendiéndose que el día 01 de junio de 2020 corrieron términos en 
todas las actuaciones administrativas, así como que la reanudación definitiva de términos se efectuó a partir del día 01 de julio de 2020. 
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CE-VCT-GIAM-00699 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 031 DE 02 DE MARZO DE 2020, proferida dentro del expediente de la 
solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL SAN ISIDRO- SOL. 697, identificado con placa ARE-
459, fue notificada a los señores ESPERANZA LARA HERNANDEZ, LEONARDO BERMUDEZ 
LARA, ALVARO ANTONIO VIERA CHAUZ y RAMON EDUARDO RINCON QUINTERO 
mediante Aviso No 20204110319311 de fecha 29 de abril de 2020, entregado el día 04 de 
mayo de 2020; sin embargo, en virtud a la Emergencia Sanitaria decretada por el Gobierno 
Nacional así como la suspensión de la atención presencial y términos de algunas 
actuaciones administrativas1 por parte de la Agencia Nacional de Minería, este acto 
administrativo queda ejecutoriado y en firme el día 14 de julio de 2020, considerando que 
los términos de estas actuaciones fueron reanudados el día 01 de julio de 2020 y contra la 
misma no se presentó recurso alguno, por lo cual queda agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

 

 

                                                           
1 Mediante las Resoluciones 096 del 16 de marzo de 2020, 116 del 30 de marzo de 2020, 133 del 13 de abril de 2020 y sus modificaciones 

mediante Resolución 174 del 11 de mayo de 2020 y 192 del 26 de mayo de 2020, así como también la Resolución 197 del 01 de junio de 
2020, medidas que estuvieron vigentes desde el 17 de marzo de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de junio de 2020 y del 02 de 
junio de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de julio de 2020; entendiéndose que el día 01 de junio de 2020 corrieron términos en 
todas las actuaciones administrativas, así como que la reanudación definitiva de términos se efectuó a partir del día 01 de julio de 2020. 
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RESOLUCIÓN VPPF NÚMERO   044
                                                              

 
                                               

 
 
 

“Por la cual se rechaza la solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial 
ubicada en el municipio de Ubalá en Cundinamarca y el municipio de Chivor departamento de 

Boyacá, con Radicado No 20195500698352 del 14 de Enero de 2019” 
 
 
EL VICEPRESIDENTE DE PROMOCIÓN Y FOMENTO DE LA AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA, en 
ejercicio de sus facultades legales conferidas por el artículo 31 de la Ley 685 de 2001, modificado por el 
artículo 147 del Decreto – Ley 019 del 10 de enero de 2012 y, en especial, las establecidas en el Decreto 
4134 del 3 de noviembre de 2011, Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, la Resolución No. 309 del 5 de 
mayo de 2016, corregida por la Resolución No. 709 del 29 de agosto de 2016, la Resolución No. 546 del 
20 de septiembre de 2017 y la Resolución No. 490 de 30 de julio de 2019 y Resolución No. 116 de 30 de 
marzo de 2020, todas de la Agencia Nacional de Minería y, 
 
 

CONSIDERANDO 
 
El artículo 31 de la Ley 685 de 2001, modificado por el artículo 147 del Decreto – Ley 0019 del 10 de 
enero de 2012, establece que la Autoridad Minera tiene la facultad para delimitar áreas de reserva 
especial por motivos de orden económico o social, en las cuales temporalmente no se admitirán nuevas 
propuestas, con el objeto de adelantar estudios geológicos-mineros y desarrollar proyectos mineros 
estratégicos para el país, en aquellas zonas donde existan explotaciones tradicionales de minería informal, 
cuyos beneficiarios será la comunidad minera allí establecida.  
 
En virtud del Decreto Ley 4134 del 03 de noviembre de 2011, la Agencia Nacional de Minería – ANM, 
ejerce actualmente entre otras, las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio nacional. 
 
Mediante el artículo 3° de la Resolución No. 309 del 5 de mayo de 2016, corregida por la Resolución No. 
709 del 29 de agosto de 2016, se asignó a la Vicepresidencia de Promoción y Fomento la función de 
“Adelantar todo el proceso y las actuaciones administrativas que resulten necesarias para la declaratoria de las 
áreas de reserva especial que trata el artículo 31 de la Ley 685 de 2001, así como todas aquellas que se 
deriven de tal declaratoria”, y suscribir los documentos y actos administrativos requeridos dentro de dicho 
trámite.  
 
Que a través de la Resolución No. 5461 de 20 de septiembre de 2017, la Agencia Nacional de Minería 
estableció el trámite administrativo para la declaración y delimitación de Áreas de Reserva Especial para 
comunidades mineras. 
 

                                                      
1  La Resolución No. 546 del 20 de sep�embre de 2017 fue publicada en el Diario Oficial # 50364 del 22/09/2017, fecha desde la cual inicia su vigencia. De igual 
forma se publicó en la Página Web de la ANM. 

(  31 MAR. 2020  )
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“Por la cual se rechaza la solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial ubicada en el 
municipio de Ubalá en Cundinamarca y el municipio de Chivor departamento de Boyacá, con Radicado No 

20195500698352 del 14 de Enero de 2019” 
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Atendiendo a la normatividad que precede, la Agencia Nacional de Minería mediante radicado No. 
20195500698352 del 14 de enero de 2019 (Folios 1 - 30), recibió solicitud de declaración y delimitación del 
área de reserva especial, ubicado en jurisdicción del municipio de Ubalá en Cundinamarca y del municipio 
de Chivor departamento de Boyacá, presentada por CESAR JAIME TORRES VELA, identificado con 
cedula de ciudadanía 7.332.135 y tarjeta profesional Nº 73.637 del C.S.J en calidad de apoderado de los 
señores WILLIAM IRLEY DAZA SALGADO identificado con la cédula de ciudadanía No 74.281.540, 
CONSTANZA MARTINEZ LOPÉZ identificada con la cédula de ciudadanía No 23.605.879, RIGOBERTO 
DAZA SALGADO identificado con la cédula de ciudadanía No 74.280.273 y JOSE MANUEL 
BOHORQUEZ identificado con la cédula de ciudadanía No 4.130.076, conforme a los poderes adjuntos 
(Folios 5 al 10).  
 
En la solicitud los interesados indicaron la ubicación de las coordenadas de los frentes de explotación, las 
cuales corresponden a: (folio 29):  
 

Punto. Norte  Este  

1 1.028.800 
 1.074.000 

2 1.026.800 
 1.074.000 

3 1.026.800 
 1.073.000 

4 1.028.800 
 

1.073.000 
 

1 1.028.800 1.074.400 
 
Mediante Informe de Evaluación Documental ARE Nº 071 de fecha 25 de febrero de 2019, se realizó 
evaluación Documental de la solicitud de delimitación y declaración de un área de reserva especial para la 
explotación de esmeraldas en bruto ubicada en jurisdicción de los municipios de Ubalá y Chivor en los 
departamentos de Cundinamarca y Boyacá (folios 38-40) en cual indica:   
 

“(…)  RECOMENDACIÓN: 
 
En conclusión, la solicitud de los señores William Irley Daza Salgado, Constanza Martínez López, Rigoberto 
Daza Salgado y José Manuel Bohórquez en calidad de solicitantes de declaración y delimitación de un área 
de Reserva Especial en las veredas Mundo Nuevo del municipio de Ubalá en Cundinamarca y San Francisco 
del municipio de Chivor departamento de Boyacá, para la explotación de esmeraldas en bruto, mediante 
radicado No. 20195500698352 del 14 de Enero de 2019, no cumple con requisitos establecidos en el Articulo 
3, de la Resolución 546 del 20 de septiembre de 2017, razón por la cual es necesario requerirlos para que 
subsanen, aclaren o complementen su solicitud en los términos del artículo 3° de la Resolución 546 del 20 de 
septiembre de 2017. 
 
En concreto se debe requerir  lo siguiente: 
 
1. Solicitud suscrita por todos y cada uno de los integrantes de la comunidad minera, quienes deberán 
aportar su dirección de domicilio y/o correo electrónico. 
 2. Descripción de la infraestructura, métodos de explotación, herramientas, equipos utilizados y tiempo 
aproximado del desarrollo de las actividades que se relacionen con el desarrollo tradicional de la actividad 
minera.  
3. Descripción y cuantificación de los avances en cada uno de los frentes de explotación que sustenten el 
tiempo de antigüedad de la actividad minera desarrollada  
4. Aparte de las declaraciones juramentadas que ya enviaron con la solicitud, aportar otro u otros medios de 
prueba que demuestren la antigüedad de la actividad de explotación tradicional dentro del área solicitada, es 
decir, que esta ha sido desarrollada desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001 y acorde al 
Artículo 3 Numeral 9 de la Resolución 546 de 2017 (...)”  
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Mediante Auto VPPF-GF No 064 de  fecha 01 de marzo de 2019, (Folios 41-46) notificado mediante 
estado jurídico Nº 024 de fecha 04 de marzo de 2019 (folio 50), se requirió a los señores WILLIAM IRLEY 
DAZA SALGADO identificado con la cédula de ciudadanía No 74.281.540, CONSTANZA MARTINEZ 
LOPÉZ identificada con la cédula de ciudadanía No 23.605.879, RIGOBERTO DAZA SALGADO 
identificado con la cédula de ciudadanía No 74.280.273 y JOSE MANUEL BOHORQUEZ identificado con 
la cédula de ciudadanía No 4.130.076, para que subsanaran la solicitud de acuerdo a los requisitos 
establecidos en el artículo 3 de la Resolución No. 546 de 2017 de esta Agencia, y especial:  
 

“(…) 1. Solicitud suscrita por todos y cada uno de los integrantes de la comunidad minera, quienes deberán 
aportar su dirección de domicilio y/o correo electrónico. 
 
2. Descripción de la infraestructura, métodos de explotación, herramientas, equipos utilizados y tiempo 
aproximado del desarrollo de las actividades que se relacionen con el desarrollo tradicional de la actividad 
minera. 
 
3. Descripción y cuantificación de los avances en cada uno de los frentes de explotación que sustenten el 
tiempo de antigüedad de la actividad minera desarrollada. 
 
4. (…) aportar otro u otros medios de prueba que demuestren la antigüedad de la actividad de explotaci6n 
tradicional dentro del área solicitada, es decir, que esta ha sido desarrollada desde antes de la entrada en 
vigencia de la Ley 685 de 2001 y acorde al Artículo 3 Numeral 9 de la Resolución 546 de 2017 como los 
siguientes: (…)” 

 
Posterior al requerimiento, el señor CESAR JAIME TORRES VELA en calidad de Apoderado de los 
señores WILLIAM IRLEY DAZA SALGADO, CONSTANZA MARTINEZ LOPÉZ, RIGOBERTO DAZA y 
JOSE MANUEL BOHORQUEZ  allegó mediante oficio con radicado 20195500766052. (Folios 51 -52) 
 
Mediante oficio con radicado 20194110295291 de fecha 11 de abril de 2019 la Agencia Nacional de 
Minería informó a los solicitantes del ARE Municipios Ubalá (Cundinamarca)  y Chivor (Boyacá)  que en 
razón a su solicitud de prórroga se concedió el termino adicional de un (1) mes, la cual iniciará desde el 
día 06 de abril de 2019. (Folio 53) 
 
Mediante oficio con radicado 20195500797712 de fecha 05 de mayo 6 de 2019 el señor CESAR JAIME 
TORRES VELA en calidad de Apoderado de los señores WILLIAM IRLEY DAZA SALGADO, 
CONSTANZA MARTINEZ LOPÉZ, RIGOBERTO DAZA y JOSE MANUEL BOHORQUEZ allego 
documentos  en procura de subsanar los requerimientos previamente efectuados dentro del Auto VPPF-
GF Nº 064 de fecha 01 de marzo de 2019. (Folios 54-101) 
 
En mérito de lo anterior el Grupo de Fomento procede a efectuar una segunda evaluación documental de 
la solicitud de áreas de reserva especial denominada; ARE UBALA-SOL 705, dentro del Informe de 
Evaluación De Documental ARE Nº 446 de fecha 08 de Agosto de 2019 (folios 104-106) en el cual se 
concluyó:  
 

“(…) ANÁLISIS 
 
De acuerdo al radicado 20195500797712 del 06 de mayo de 2019, enviado como respuesta Auto de 
requerimiento 064 del 01 de Marzo de 2019, para subsanar la falta de cumplimiento de requisitos de la 
solicitud de ARE en la vereda Mundo Nuevo del municipio de Ubalá, - departamento de Cundinamarca 
identificada con el radicado 20195500698352 e del 14 de enero de 2019, se encuentra que:  
 
Respecto al requerimiento de solicitud suscrita por los solicitantes, el apoderado aporta direcciones y 
Números de celular de los solicitantes, aclarando que ellos no tienen correo electrónico porque no utilizan 
estos medios tecnológicos. 
 
En la descripción de la infraestructura, el documento describe que cuentan con campamentos dotados de 
baños, cocina, patio y carretera de acceso al frente de trabajo.  
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EI método de explotación es artesanal.  
 
Como herramientas, mencionan compresor de combustible ACPM, rompedores que operan con el 
compresor, ventiladores, picas, palas, azadones, garlanchas, pica-vetas, cinceles, carros sobre 
neumáticos.  
 
En la descripción y cuantificación de los avances mencionan que aunque la explotación actualmente está 
paralizada por falta de permisos, sin embargo han realizado aprox. 12 túneles que tienen longitud de 10 a 
150 metros desde 1984. 
 
Envían 31 fotos de equipos de minería, bocaminas, vías de acceso, entre otros ( Folios 67 a 99) 
 
Dentro de la respuesta al auto de requerimiento en  lo concerniente a medios de prueba de la  
tradicionalidad, parte de las fotografías de bocaminas, equipos e instalaciones que están en desuso, (Folio 
67 a 99), no presentan documentos contundentes que demuestren la tradicionalidad.  
 
Mencionan que anexan la certificación del alcalde de Chivor, donde presuntamente manifiesta que 
los solicitantes son reconocidos trabajadores de esmeraldas, pero el documento no está dentro de 
la documentación entregada.(Folio 60 ) 
 
Dentro del contenido de respuesta a los requerimientos, insisten en los medios de prueba entregados con 
la documentación inicial, como fueron, declaraciones extraproceso de ex trabajadores de la mina, del 
dueño de la finca, de conocidos personales quienes manifiestan que los solicitantes ejercen como mineros 
tradicionales desde hace más de 20 años en la finca La Esperanza, vereda Mundo Nuevo del municipio de 
Ubalá. 
 
Retomando los documentos iniciales, el que tiene mayor rigor formal es la declaración extraproceso (Folio 
19) en la Notaria 14 de Bogotá del señor Campo Elías Heredia Mondragón, quien se declara comerciante 
y desde 1992 les compro esmeraldas, indicando los montos y el lugar de ubicación de la mina. Verificado 
en el RUES, se registró en Cámara de Comercio el 8 de Enero de 1985 pero la canceló el16 de marzo de 
2011. 
 
En conclusión, la documentación aportada por los señores William Irley Daza Salgado, Constanza 
Martínez LOpez.-1 Rigoberto Daza Salgado y José Manuel Bohórquez en la vereda Mundo Nuevo del 
municipio de Ubalá, - departamento de Cundinamarca, para la explotación de esmeraldas, en respuesta al 
auto de requerimiento 064 de 2019 mediante radicado 20195500797712, no es contundente en demostrar 
la tradicionalidad del numeral 9, articulo 3, de la Resolución 546 del 20 de septiembre de 2017(…)” 

 
 

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN 
 
El artículo 31 de la Ley 685 de 2001, modificado por el artículo 147 del Decreto – Ley 0019 del 10 de 
enero de 2012 establece: 
 

“Artículo 31. Reservas especiales. La Autoridad Minera por motivos de orden social o económico 
determinados en cada caso, de oficio o por solicitud expresa de la comunidad minera, en aquellas áreas en 
donde existan explotaciones tradicionales de minería informal, delimitará zonas en las cuales 
temporalmente no se admitirán nuevas propuestas, sobre todos o algunos minerales. Su objeto será 
adelantar estudios geológico-mineros y desarrollar proyectos mineros estratégicos para el país, destinados a 
determinar las clases de proyectos mineros especiales y su puesta en marcha. En todo caso, estos estudios 
geológico-mineros y la iniciación de los respectivos proyectos no podrán tardar más de dos (2) años. La 
concesión sólo se otorgará a las mismas comunidades que hayan ejercido las explotaciones mineras 
tradicionales, así hubiere solicitud de terceros. Todo lo anterior sin perjuicio de los títulos mineros vigentes, 
otorgados o reconocidos”. (Negrilla fuera de texto) 

 
El Ministerio de Minas y Energía a través de la Resolución No. 41107 del 18 de noviembre de 2016 “Por 
la cual se incluyen y modifican algunas definiciones en el Glosario Técnico Minero”, incorporó la siguiente 
definición: 
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“Explotaciones Tradicionales: Es la actividad minera realizada por personas vecinas del lugar que no 
cuentan con título minero y que por sus características socioeconómicas se constituye en la principal 
fuente de ingresos de esa comunidad. Las explotaciones mineras deberán haber sido ejercidas desde 
antes de la vigencia de la Ley 685 de 2001, por parte de la comunidad minera solicitante”. (Subrayado y 
Negrilla fuera de texto) 

 
Dicho esto, para acreditar la existencia de explotaciones tradicionales de minería informal es necesario 
tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 31 del Código de Minas, así como el significado del vocablo 
“tradicional" para efectos de la declaratoria de áreas de reserva especial. En ese orden, al hablar de 
explotaciones tradicionales, estamos haciendo referencia a aquellas realizadas por personas vecinas del 
lugar que no cuenten con título minero y que hayan sido ejercidas desde antes de la entrada en vigencia 
de la Ley 685 de 2001. 

Bajo este contexto normativo, en la Resolución No. 546 de 20 de septiembre de 2017 se incorporó la 
definición de explotaciones tradicionales dentro del trámite administrativo para la declaración y 
delimitación de Áreas de Reserva Especial, así:  

“Artículo 2°.  (...) Parágrafo 1. Para efectos del trámite de declaración y delimitación de Áreas de Reserva 
Especial, se entiende por explotaciones tradicionales aquellas realizadas por personas vecinas del 
lugar que no cuenten con título minero y que por sus características socioeconómicas se constituye en la 
principal fuente de ingresos de esa comunidad. Las explotaciones mineras deberán haber sido ejercidas 
desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001, por parte de la comunidad minera 
solicitante, para lo cual deberán acreditar su existencia mediante pruebas que permitan evidenciar, por parte 
de la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces, que son explotaciones tradicionales y que sus 
actividades mineras corresponden a lo establecido en el Decreto 1666 de 2016, en relación con la 
clasificación de la minería”. (Subrayado y Negrilla fuera de texto) 

 
Señalado lo anterior, el artículo 3° de tal normativa advierte los requisitos que debe presentar toda persona 
para solicitar la declaración y delimitación de un Área de Reserva Especial ante la Autoridad Minera, a 
saber: 

 
“ARTÍCULO 3o. REQUISITOS DE LA SOLICITUD. La solicitud de declaratoria de Área de Reserva Especial 
debe presentarse por escrito o a través de la ventanilla electrónica que para tales efectos establezca la 
Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces, acompañada de los siguientes documentos: 

 
1. Fotocopia legible de la cédula de ciudadanía de cada uno de los integrantes de la comunidad minera. 
2. Solicitud suscrita por todos y cada uno de los integrantes de la comunidad minera, quienes deberán 

aportar su dirección de domicilio y/o correo electrónico. 
3. Coordenadas en "Datum Bogotá" o cualquier otro sistema de información geográfica, mediante el 

cual se identifiquen las bocaminas o frentes de explotación. 
4. Nombre de los minerales explotados. 
5. Descripción de la infraestructura, métodos de explotación, herramientas, equipos utilizados y tiempo 

aproximado del desarrollo de las actividades que se relacionen con el desarrollo tradicional de la 
actividad minera. 

6. Descripción y cuantificación de los avances en cada uno de los frentes de explotación que sustenten el 
tiempo de antigüedad de la actividad minera desarrollada. 

7. Manifestación escrita de la comunidad minera tradicional, suscrita por todos sus integrantes, en la cual 
se indique la presencia o no de comunidades negras, indígenas, raizales, palenqueras o ROM, dentro 
del área de interés. En caso de existir dichas comunidades étnicas se podrá aportar la correspondiente 
certificación de sus dirigentes en donde manifiesten estar de acuerdo con la actividad minera 
adelantada por los peticionarios. 

8. Cuando la comunidad minera presente la solicitud de declaración y delimitación del Área de Reserva 
Especial a través de una persona jurídica, esta deberá estar conformada por miembros de dicha 
comunidad y acreditar que su objeto social incluye el desarrollo de actividades mineras. 

9. Los medios de prueba que demuestren la antigüedad de la actividad de explotación tradicional dentro 
del área solicitada, es decir, que ésta ha sido desarrollada desde antes de la entrada en vigencia de la 
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Ley 685 de 2001 y que puede ser cualquiera de los siguientes: 
a) Documentos que den cuenta de la actividad comercial, en los cuales se indique la fecha de creación o 

elaboración del documento, el nombre de los intervinientes y la clase de mineral comercializado, tales 
como facturas, comprobantes de venta del mineral, comprobantes de pago de regalías o cualquier otro 
documento que demuestre tradicionalidad. 

b) Declaraciones de terceros, las cuales se entenderán hechas bajo la gravedad del juramento, en las 
que conste la relación comercial de compraventa del mineral explotado entre el minero solicitante del 
Área de Reserva Especial y quienes las expiden. Estas deben especificar claramente: las partes 
intervinientes en las respectivas transacciones comerciales, el mineral comercializado, las cantidades 
vendidas/compradas, el valor total de las operaciones y las fechas o periodos durante los cuales se 
realizaron dichas actividades comerciales. 

c) Certificación emitida por autoridad municipal, local o regional en la que se identifique plenamente los 
mineros peticionarios, el mineral que explota, el lugar en donde adelantan la actividad minera y el 
tiempo durante el cual vienen realizando la actividad de extracción de minerales. 

d) Comprobantes de pago de regalías. 
e) Comprobantes de pago de salarios al personal que labora en la mina. 
f) Comprobantes de pago o certificación de afiliación del personal que labora en la mina a riesgos 

laborales. 
g) Planos de la mina con constancia de recibido de alguna entidad pública. 
h) Permisos ambientales para el uso y manejo de los recursos naturales renovables para la explotación 

de la mina y/o licencias o planes de manejo o de restauración ambiental relacionados con la actividad 
minera en el área que se solicita. 

i) Informes y/o actas de visita a la mina expedidos por autoridades locales, mineras o ambientales”. 
 
Como se aprecia, el artículo 3° impone a los administrados el cumplimiento de una serie de requisitos 
formales y sustanciales encaminados a determinar la procedencia de la solicitud para demostrar la 
existencia de tradicionalidad tanto de las explotaciones como de las personas que integran la comunidad, 
razón por la cual, su acatamiento resulta ser condición “sine qua non” dentro del trámite para la 
declaración y delimitación de un Área de Reserva Especial. 
 
Ahora bien, dentro de los requisitos señalados la comunidad debe aportar medio de pruebas de índole 
documental dirigidas a determinar la antigüedad de las labores cuyo valor probatorio se estima conforme a 
las normas del procedimiento civil, hoy Código General del Proceso, tal y como lo advierte el artículo 268 
de la Ley 685 de 2001, a saber:   
 

“Artículo 268. Valor probatorio. Los documentos, diligencias y dictámenes que se practiquen dentro del 
trámite minero se estimarán conforme a las reglas sobre valoración de las pruebas que establece el Código 
de Procedimiento Civil. Los mensajes electrónicos de datos serán admisibles como medios de prueba y su 
fuerza probatoria será la otorgada en las disposiciones del Capítulo VIII del Título XIII, Sección III, Libro 
Segundo del Código de Procedimiento Civil, siempre que sea posible verificar la identidad del remitente, así 
como la fecha de recibo del documento.” 
 

Por su parte, la Ley 1564 de 2012 “por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se 
dictan otras disposiciones”, sobre la valoración de los medios de prueba dispone:  

 
“Artículo 176. Apreciación de las pruebas. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la 
existencia o validez de ciertos actos. 
 
El juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba”. (Resaltado y negrilla 
fuera del texto). 

 
Sobre la sana crítica en la valoración de los medios de prueba sea del caso mencionar que en el 
análisis de los documentos y medios de prueba aportados con la intención de demostrar la antigüedad de la 
actividad por ellos adelantada en el área solicitada, la autoridad minera no exige un modelo determinado 
en la construcción de las pruebas, por lo cual las comunidades mineras pueden demostrar el ejercicio 
tradicional de su actividad por cualquiera de los medios que le permitan establecer certeza de la existencia 
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de explotaciones tradicionales en el área de interés y adelantada por la comunidad que solicita dicha área 
como de reserva especial.  
 
Dicho esto, mediante Sentencia AP. 9 de septiembre de 2015, Rad. 46107, la Corte Suprema de 
Justicia ha decantado, respecto de los presupuestos normativos de la prueba requerida, lo siguiente: 
 

“La prueba es conducente cuando ostenta la aptitud legal para forjar certeza en el juzgador, lo cual 
presupone que el medio de convicción esté autorizado en el procedimiento; es pertinente cuando guarda 
relación con los hechos, objeto y fines de la investigación o el juzgamiento; es racional cuando es realizable 
dentro de los parámetros de la razón y, por último, es útil cuando reporta algún beneficio, por oposición a lo 
superfluo o innecesario.” 

 
En ese sentido y trayendo a colación los presupuesto normativos enunciados, lo que manifiesta el numeral 
9° del artículo 3° de la Resolución No. 546 del 20 de septiembre de 2017 es que los medios de prueba que 
se alleguen al trámite administrativo para la declaración y delimitación de un área de reserva especial 
pueden ser cualquiera de los regulados en el ordenamiento jurídico colombiano atendiendo al principio de 
libertad probatoria que se erige de un sistema de valoración probatoria de sana crítica como el nuestro, 
siempre y cuando cumplan con los requisitos de conducencia y pertinencia de la prueba. 
 
Sumado a lo anterior, es importante mencionar que, por remisión expresa del artículo 297 del Código de 
Minas2, se aplican las disposiciones consagradas en el Código General del Proceso, el cual en relación con 
la carga de los medios de prueba señala lo siguiente: 

 
“Artículo 167. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que 
consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. (…)”. 

 
En tal sentido, la Corte Constitucional en Sentencia T-131 de 2007 se pronunció sobre la carga de la 
prueba, afirmando el principio “onus probandi incumbit actori” que rige en esta materia, y según el cual, la 
carga de la prueba incumbe al actor. Así, quien pretenda el amparo de un derecho debe demostrar los 
hechos en que se funda su pretensión, a fin que la determinación del juez, obedezca a la certeza y 
convicción que se ha violado o amenazado el derecho. Lo anterior significa que debe imponerse la carga de 
probar un hecho a la parte cuya petición tiene como presupuesto necesario dicho hecho, de acuerdo con la 
norma jurídica aplicable. 
 
Por lo que, para el caso que nos ocupa, es deber de los solicitantes aportar las pruebas del supuesto de 
hecho que requiere probar, no sólo por disposición del artículo 3° de la Resolución 546 del 20 de 
septiembre de 2017 sino también por el artículo 167 del Código General del Proceso antes mencionado.  
Es decir, que incumbe a la comunidad solicitante probar la “tradicionalidad” ya que es el fin perseguido por 
las normas que consagran la declaratoria de áreas de reserva especial, por lo que a falta de prueba la 
decisión es inevitablemente desfavorable. 
 
Realizada las aclaraciones anteriores relacionadas con los requisitos formales y de fondo y con la 
valoración probatoria, el artículo 4° de la Resolución No. 546 del 20 de septiembre de 2017, establece: 
 

“ARTÍCULO 4o. ANÁLISIS Y EVALUACIÓN DE LA SOLICITUD PRESENTADA. El Grupo de 
Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento de la Agencia Nacional de Minería o quien 
haga sus veces, informará a la comunidad minera el inicio del análisis y evaluación de la 
documentación presentada, de acuerdo con los requisitos establecidos en los artículos 1,2 y 3 de la 
presente resolución en los términos establecidos en la Ley 1755 de 2015”. 

                                                      
2 Artículo 297. Remisión. En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia minera, se estará 
en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y para la forma de practicar las pruebas y 
su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil. 
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Teniendo en cuenta la documentación presentada y la normativa que reglamenta la materia, el Grupo de 
Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento realizó Informe de Evaluación Documental 
ARE Nº 071 de fecha 25 de febrero de 2019, en la que determinó que los interesados no allegaron la 
totalidad de los requisitos establecidos en los numerales 1, 5, 6 y 9  del artículo 3° de la Resolución No. 
546 del 20 de septiembre de 2017.  
 
Ahora, respecto de las pruebas aportadas de manera preliminar para demostrar la antigüedad de las 
labores de que trata el numeral 9° del artículo 3° de la Resolución No. 546 del 20 de septiembre de 2017, 
se observó lo siguiente: 
 

� Declaración juramentada de ex trabajador de la mina señor FERMÍN MONTENEGRO NINO: 
Manifiesta que trabajó hace más de 20 años en la Mina EI Toro con los cuatro solicitantes, 
porque suministraban alimentación y herramientas de trabajo (folio 11), sin aportar documentos 
que sustenten la declaración a fin de demostrar el ejercicio de una actividad desarrollada desde 
antes de la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001.  
 

� Declaración juramentada extraproceso de la ex trabajadora, señora DEISY ALEJANDRA 
ROLDAN VANEGAS: Manifiesta que hace más de 20 años ella trabajó como "cocinera" en la 
mina EI Toro con los solicitantes quienes se distinguían porque eran los que suministraban 
alimentación y herramientas de trabajo. (folio 12). Esta declaración se rinde a título personal, pero 
no demuestra el ejercicio como minero tradicional de los solicitantes.  

 
� Declaración juramentada del señor Campo Elías Heredia Mondragón de fecha 30 de noviembre 

de 2018 (folio 19) en la cual Manifiesta: que desde 1992 les ha comprado esporádicamente a los 
solicitantes, esmeraldas por un valor aproximado de $2.000.000 a $5.000.000 provenientes de la 
mina EI Toro. Consultado en el RUES, el declarante no demuestra una actividad comercial 
relacionada con la minería y no aporta soportes de las transacciones comerciales de esmeraldas 
con las cuales los solicitantes pretenden demostrar tradicional en el ejercicio de la minería, 
Factura de la época, registro y características de la esmeralda adquirida, el detalle de la 
transacción. 

 
� Declaración juramentada del señor Víctor Alfonso Sánchez Roa (folio 17): Manifiesta que desde 

1992 les ha comprado esporádicamente a los solicitantes, esmeraldas por un valor aproximado 
de $2.000.000 a $5.000.000 provenientes de la mina EI Toro Consultado en el RUES, el 
ciudadano no Figura, lo que conduce a que sea catalogada la declaración como impertinente, 
además que no aporta soportes de las transacciones comerciales de esmeraldas con las cuales 
los solicitantes pretenden demostrar tradicional en el ejercicio de la minería, Factura de la época, 
registro y características de la esmeralda adquirida, el detalle de la transacción. 
 

� Declaración juramentada del señor Jairo Sánchez Roa (folio 18): Manifiesta que desde 1992 les 
ha comprado esporádicamente a los solicitantes, esmeraldas por un valor aproximado de 
$2.000.000 a $5.000.000 provenientes de la mina EI Toro Consultado en el RUES, el ciudadano 
no Figura, lo que conduce a que sea catalogada la declaración como impertinente, además no 
aporta soportes de las transacciones comerciales de esmeraldas con las cuales los solicitantes 
pretenden demostrar tradicional en el ejercicio de la minería, Factura de la época, registro y 
características de la esmeralda adquirida, el detalle de la transacción. 

 
� Documento firmado por el señor Nery Uvaldo Montenegro Daza, (folios 20, 21) dueño de la finca 

donde está la mina: Manifiesta que desde hace más de 20 años los solicitantes son trabajadores 
mineros en pequeña escala en su finca.  
 
Las declaraciones de terceros deben demostrar una relación comercial verificable o soportada 
con algún documento o actividad económica relacionada con la minería, y en el caso de la que se 
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estudia, no existe una relación o compraventa de mineral explotado entre el minero solicitante del 
área de reserva especial y quien lo expide, además no determina las respectivas transacciones 
comerciales, el mineral comercializado, las cantidades vendidas/comparadas, el valor total de las 
operaciones y las fechas o periodos durante los cuales se realizaron dichas actividades 
comerciales, por lo cual esta declaración carece de vocación para probar actividades de 
explotación tradicional, dentro del área solicitada desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 
685 de 2001.  
 

� En cuanto al certificado firmado por el señor Carlos Hernando Perilla Aldana en calidad de 
Alcalde Municipal de Chivor –Boyacá de fecha 13 de diciembre de 2016, se debe resaltar que 
si bien indica que el señor Rigoberto Daza Salgado pertenece a la comunidad no presenta 
problemas de orden disciplinario, ni de convivencia, destacándose por su buena conducta, 
además que es un apersona honesta y se desempeña como comerciante de esmeraldas, no 
certifica o justifica la calidad o ejercicio tradicional por parte de toda la comunidad minera.  
 

Con fundamente en lo anterior, la Gerencia de Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento 
determinó requerir a la comunidad minera para que aclararan, complementaran o subsanaran las 
deficiencias presentadas, tal y como lo advierte el artículo 5° de tal normativa, a saber: 
 

“ARTÍCULO 5o. SUBSANACIÓN DE LA SOLICITUD. Si del análisis y evaluación de los documentos 
aportados por la comunidad minera, para la declaración y delimitación de un Área de Reserva Especial, se 
establece la necesidad de solicitar aclaración, complementación o subsanación de la información aportada, 
el Gerente del Grupo de Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento, realizará el 
correspondiente requerimiento en los términos del artículo 17 de la Ley 1755 de 2015 o la norma que 
la modifique, adicione o sustituya. 

En caso de no presentarse la información requerida en el término de ley, se entenderá desistida la solicitud,  
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2015”. (Negrilla y subrayado fuera del 
texto). 

De acuerdo con el análisis y la evaluación realizada, el Grupo de Fomento profirió el Auto VPPF-GF No 
064 de  fecha 01 de marzo de 2019,  a través del cual requirió a los interesados para que en el término 
de un (1) mes, contado a partir del día siguiente a la notificación del acto administrativo, subsanarán las 
deficiencias presentadas. Decisión que fue notificada mediante el Estado Jurídico Nº 024 de fecha 04 de 
marzo de 2019.  
 
A través del escrito radicado con el No. 20195500797712 de fecha 05 de mayo 6 de 2019 el señor CESAR 
JAIME TORRES VELA en calidad de Apoderado de los señores WILLIAM IRLEY DAZA SALGADO, 
CONSTANZA MARTINEZ LOPÉZ, RIGOBERTO DAZA y JOSE MANUEL BOHORQUEZ, allego 
documentos  en procura de subsanar los requerimientos. 
 
Con el propósito de verificar el cumplimiento al requerimiento realizado, el Grupo de Fomento de la 
Vicepresidencia de Promoción y Fomento realizó Evaluación Documental ARE No. 446 del 08 de 
agosto de 2019, en la que determinó que los documentación aportados como medio de prueba tendiente 
a demostrar antigüedad de la actividad de explotación tradicional dentro del área solicitada, continuaron 
sin subsanar las falencias respecto al requisito del numeral 9 del artículo 3 de la Resolución No. 546 de 
20 de septiembre de 2017. En la respuesta al requerimiento aseguran haber anexado certificación del 
Alcalde de Chivor, no obstante no se evidencia una nueva certificación junto a la documentación 
presentada. También continúan insistiendo en los documentos presentados inicialmente con la solicitud.  
 
En suma, se encuentra que a pesar de haber requerido a los interesados para la subsanación, aclaración 
y complementación de la documentación aportada con la solicitud de declaración y delimitación del área 
de reserva especial, ubicada en el municipio de Ubalá (Cundinamarca)  y Chivor (Boyacá), recibida 
mediante radicado No. 20195500698352 del 14 de enero de 2019, la misma continua presentando 
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falencias o ausencia en los elementos de prueba que permitan dar certeza o tener una convicción 
razonada de la existencia de explotaciones tradicionales desarrolladas por los solicitantes, por lo que no 
se consideraron reunidos los requisitos dispuestos en el artículo 3° de la Resolución No. 546 del 
20 de septiembre de 2017. 
 
Tal situación resulta insubsanable para el proceso, motivo por el cual fue contemplada como una causal 
de rechazo, que se encuentra establecida en el numeral 1° del artículo 10° de la Resolución No. 546 de 
2017, disposición que en su tenor literal advierte: 
 

“Artículo 10°. Causales de rechazo de las solicitudes de áreas de reserva especial. Las solicitudes de 
declaración y delimitación de Áreas de Reserva Especial serán rechazadas mediante acto administrativo 
motivado cuando se presente alguna de las siguientes situaciones:  
 
1. Cuando a pesar de haberse pedido la subsanación, aclaración o complementación de que trata el artículo 
5° de la presente resolución, el solicitante no cumple con la totalidad de los requisitos establecidos en 
el artículo 3° de este acto administrativo o las normas que regulan la materia. (…)” (Negrilla y subrayado 
fuera del texto). 

 
De acuerdo con el análisis realizado, esta Vicepresidencia debe proceder a RECHAZAR la solicitud de 
declaración y delimitación del área de reserva especial, ubicada en el municipio de Ubalá (Cundinamarca)  
y Chivor (Boyacá), presentada mediante el radicado No.  20195500698352 del 14 de enero de 2019. 
 
Finalmente, es pertinente informar a las autoridades competentes que la mera presentación de la solicitud 
de declaración y delimitación de un área de reserva especial no concede por sí sola la prerrogativa para 
adelantar actividades mineras en los frentes solicitados, por cuanto conforme a la Resolución No. 546 de 
2017 ésta se adquiere una vez se encuentre en firme el acto administrativo que declara y delimita el Área 
de Reserva Especial. Razón por la cual, únicamente en el caso de Áreas de Reserva Especial que 
cuenten con administrativo de declaración y delimitación ejecutoriado, no habrá lugar a la aplicación de las 
medidas previstas en los artículos 161 y 306 de la Ley 685 de 2001, ni a proseguir las acciones penales 
señaladas en los artículos 159 y 160 de la misma ley, en virtud de lo dispuesto en el último inciso del 
artículo 165 del Código de Minas, sin perjuicio de las medidas preventivas y sancionatorias ambientales 
establecidas en la ley, así como las relacionadas con la seguridad minera de los trabajos adelantados.  
 
En cumplimiento a los principios de colaboración entre entidades públicas y de eficacia administrativa se 
debe comunicar la decisión aquí tomada al Alcalde del municipio de Ubalá (Cundinamarca)  y Chivor 
(Boyacá),  a las Corporaciones Autónomas Regionales de Boyacá y Cundinamarca CORPOBOYACA- 
CAR, para su conocimiento y fines pertinentes. 
 
Que en atención a que el Gobierno Nacional profirió el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, por medio 
del cual se adoptaron medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por 
parte de las autoridades públicas en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, la 
notificación o comunicación que se ordene en el presente acto administrativo deberá adelantarse de 
manera electrónica de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 43. En el evento en que 

                                                      
3 Artículo 4. Notificación o comunicación de actos administrativos. Hasta tanto permanezca vigente la 
Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, la notificación o comunicación de los 
actos administrativos se hará por medios electrónicos. Para el efecto en todo trámite, proceso o procedimiento que 
se inicie será obligatorio indicar la dirección electrónica para recibir notificaciones, y con la sola radicación se 
entenderá que se ha dado la autorización.  
 
En relación con las actuaciones administrativas que se encuentren en curso a la expedición del presente Decreto, los 
administrados deberán indicar a la autoridad competente la dirección electrónica en la cual recibirán notificaciones o 
comunicaciones. Las autoridades, dentro de los tres (3) días hábiles posteriores a la expedición del presente 
Decreto, deberán habilitar un buzón de correo electrónico exclusivamente para efectuar las notificaciones o 
comunicaciones a que se refiere el presente artículo.  



RESOLUCIÓN No.  044                                       DE     31 MAR. 2020                   Hoja No. 11 de 12 
 

“Por la cual se rechaza la solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial ubicada en el 
municipio de Ubalá en Cundinamarca y el municipio de Chivor departamento de Boyacá, con Radicado No 

20195500698352 del 14 de Enero de 2019” 
 

MIS1-P-003-F-004 / V3 

la notificación o comunicación no pueda hacerse de forma electrónica, se seguirá el procedimiento previsto 
en los artículos 67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  
 
De igual manera, el mencionado decreto en su Artículo 6, dispuso  que hasta tanto permanezca vigente la 
Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social las autoridades 
administrativas, por razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, 
mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede 
administrativa. La suspensión afectará todos los términos legales, incluidos aquellos establecidos en 
términos de meses o años. Y en todo caso, durante el término que dure la suspensión y hasta el momento 
en que se reanuden las actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza 
previstos en la Ley que regule la materia.  
 
Que atendiendo lo dispuesto por el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, la Agencia Nacional de Minería 
emitió Resolución 116 de 30 de marzo de 2020 “Por la cual se modifica la Resolución 096 del 17 de 
marzo de 2020, se suspende la atención presencial al público, los términos de algunas actuaciones 
administrativas de la ANM y se toman otras determinaciones”, la cual suspende los términos de todas las 
actuaciones administrativas iniciadas ante la ANM y los términos con que cuentan los titulares mineros, 
solicitantes y proponentes para cumplir los requerimientos técnicos y jurídicos elevados por la autoridad 
minera, así como para interponer los recursos de reposición a que haya lugar, desde el día 17 de marzo 
de 2020 hasta el día 12 de abril de 2020, ambas fechas inclusive.  
 
En caso que el periodo de aislamiento preventivo obligatorio ordenado mediante Decreto Legislativo No. 
457 del 22 de marzo de 2020 se prorrogue, los plazos de suspensión se entenderán prorrogados.  
 
Es preciso aclarar que los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se reanudarán a 
partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de 
Salud y Protección Social. Es decir, que los términos que eventualmente se deriven de los actos 
administrativos notificados, empezarán a correr el día hábil siguiente al levantamiento de la suspensión de 
términos, lo cual, de suyo, garantiza la plena vigencia y eficacia de los derechos fundamentales de los 
administrados. 
 
El Vicepresidente de Promoción y Fomento de la Agencia Nacional de Minería, toma la presente decisión 
basado en los estudios y análisis efectuados por el Grupo de Fomento.   

 
 

RESUELVE 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- RECHAZAR la solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva 
especial, presentada mediante radicado No. 20195500698352 del 14 de enero de 2019, ubicada en el 
municipio de Ubalá (Cundinamarca)  y Chivor (Boyacá),  de conformidad con lo expuesto en la parte 
motiva de la presente Resolución.  
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- NOTIFICAR el presente acto administrativo a CÉSAR JAIME TORRES VELA, 
                                                                                                                                                             
 
El mensaje que se envíe al administrado deberá indicar el acto administrativo que se notifica o comunica, contener 
copia electrónica del acto administrativo, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben 
interponerse y los plazos para hacerlo. La notificación o comunicación quedará surtida a partir de la fecha y hora en 
que el administrado acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la administración.  
 
En el evento en que la notificación o comunicación no pueda hacerse de forma electrónica, se seguirá el 
procedimiento previsto en los artículos 67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  
 
Parágrafo. La presente disposición no aplica para notificación de los actos de inscripción o registro regulada en el 
artículo 70 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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identificado con cédula de ciudadanía 7.332.135 y tarjeta profesional Nº 73.637 del C.S.J en calidad de 
apoderado de los señores WILLIAM IRLEY DAZA SALGADO identificado con la cédula de ciudadanía No 
74.281.540, CONSTANZA MARTÍNEZ LÓPEZ identificada con la cédula de ciudadanía No 23.605.879, 
RIGOBERTO DAZA SALGADO identificado con la cédula de ciudadanía No 74.280.273 y JOSÉ 
MANUEL BOHÓRQUEZ identificado con la cédula de ciudadanía No 4.130.076, según lo establecido el 
artículo 4 del Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, o en su defecto, procédase de conformidad con el 
articulo 67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Una vez ejecutoriada y en firme la presente Resolución, COMUNICAR a través 
del Grupo de Información y Atención al Minero, al alcalde municipal del municipio de Ubalá 
(Cundinamarca)  y Chivor (Boyacá),  a las Corporaciones Autónomas Regionales de Boyacá y 
Cundinamarca CORPOBOYACA- CAR, para los fines pertinentes.   
 
ARTÍCULO CUARTO.- Contra la presente resolución procede el recurso de reposición, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 76 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 -Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo, y atendiendo lo expuesto en la parte motiva.   
 
ARTÍCULO QUINTO.- Ejecutoriada la presente resolución archivar la petición radicada bajo el No. 
20195500698352 del 14 de enero de 2019. 
 
Dada en Bogotá, D.C. 
 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DAVID ANDRÉS GONZÁLEZ CASTAÑO 
Vicepresidente de Promoción y Fomento  

 
 
Proyectó: Rember David Puentes R. - Abogado Grupo de Fomento 
Aprobó: Katia Romero Molina  – Coordinadora Grupo de Fomento   
Revisó: Adriana Marcela Rueda Guerrero - Abogada Vicepresidencia de Promoción y Fomento 
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CE-VCT-GIAM-00703 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 044 DE 31 DE MARZO DE 2020, proferida dentro del expediente de la 
solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL UBALA- 705, identificado con placa ARE-280, fue 
notificada electrónicamente al doctor CESAR JAIME TORRES VELA en su calidad de 
apoderado de los señores WILLIAM IRLEY DAZA SALGADO, CONSTANZA MARTÍNEZ LÓPEZ, 
RIGOBERTO DAZA SALGADO y JOSE MANUEL BOHORQUEZ el día 30 de abril de 2020, de 
conformidad a la constancia No CNE-VCT-GIAM-00020 de fecha 08 de junio de 2020; sin 
embargo, en virtud a la Emergencia Sanitaria decretada por el Gobierno Nacional así como 
la suspensión de la atención presencial y términos de algunas actuaciones administrativas1 
por parte de la Agencia Nacional de Minería, este acto administrativo queda ejecutoriado y 
en firme el día 14 de julio de 2020, considerando que los términos de estas actuaciones 
fueron reanudados el día 01 de julio de 2020 y contra la misma no se presentó recurso 
alguno, por lo cual queda agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 
Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

 

 

                                                           
1 Mediante las Resoluciones 096 del 16 de marzo de 2020, 116 del 30 de marzo de 2020, 133 del 13 de abril de 2020 y sus modificaciones 

mediante Resolución 174 del 11 de mayo de 2020 y 192 del 26 de mayo de 2020, así como también la Resolución 197 del 01 de junio de 
2020, medidas que estuvieron vigentes desde el 17 de marzo de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de junio de 2020 y del 02 de 
junio de 2020 hasta las cero (00:00) horas del 01 de julio de 2020; entendiéndose que el día 01 de junio de 2020 corrieron términos en 
todas las actuaciones administrativas, así como que la reanudación definitiva de términos se efectuó a partir del día 01 de julio de 2020. 
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RESOLUCIÓN VPPF NÚMERO  045 
                                                              

 
 

 
 
 “Por la cual se da por terminado el trámite de la solicitud de declaración y delimitación de un área 

de reserva especial, ubicada en el municipio de La Llanada (San Francisco), departamento de 
Nariño, presentada mediante radicado No. 20189080281792 del 17 de julio de 2018, y se toman otras 

determinaciones” 
 
 
EL VICEPRESIDENTE DE PROMOCIÓN Y FOMENTO DE LA AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA, en 
ejercicio de sus facultades legales conferidas por el artículo 31 de la Ley 685 de 2001, modificado por el 
artículo 147 del Decreto – Ley 019 del 10 de enero de 2012 y, en especial, las establecidas en el Decreto 
4134 del 3 de noviembre de 2011, Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, la Resolución No. 309 del 5 de 
mayo de 2016, corregida por la Resolución No. 709 del 29 de agosto de 2016, la Resolución No. 546 del 
20 de septiembre de 2017 y la Resolución No. 490 de 30 de julio de 2019 y Resolución No. 116 de 30 de 
marzo de 2020, todas de la Agencia Nacional de Minería y, 
 

CONSIDERANDO 
 
El artículo 31 de la Ley 685 de 2001, modificado por el artículo 147 del Decreto – Ley 0019 del 10 de 
enero de 2012, establece que la Autoridad Minera tiene la facultad para delimitar áreas de reserva 
especial por motivos de orden económico o social, en las cuales temporalmente no se admitirán nuevas 
propuestas, con el objeto de adelantar estudios geológicos-mineros y desarrollar proyectos mineros 
estratégicos para el país, en aquellas zonas donde existan explotaciones tradicionales de minería informal, 
cuyos beneficiarios será la comunidad minera allí establecida.  
 
En virtud del Decreto Ley 4134 del 03 de noviembre de 2011, la Agencia Nacional de Minería – ANM, 
ejerce actualmente entre otras, las funciones de autoridad minera o concedente en el territorio nacional. 
 
Mediante el artículo 3° de la Resolución No. 309 del 5 de mayo de 2016, corregida por la Resolución No. 
709 del 29 de agosto de 2016, se asignó a la Vicepresidencia de Promoción y Fomento la función de 
“Adelantar todo el proceso y las actuaciones administrativas que resulten necesarias para la declaratoria 
de las áreas de reserva especial que trata el artículo 31 de la Ley 685 de 2001, así como todas aquellas 
que se deriven de tal declaratoria”, y suscribir los documentos y actos administrativos requeridos dentro de 
dicho trámite.  
 
A través de la Resolución No. 5461 del 20 de septiembre de 2017, la Agencia Nacional de Minería 
estableció el trámite administrativo para la declaración y delimitación de Áreas de Reserva Especial para 
comunidades mineras. 
 
Atendiendo a la normativa que precede, los señores relacionados a continuación, presentaron a través del 
escrito radicado bajo el No. 20189080281792 del 17 de julio de 2018, solicitud de declaración y 

                                                      
1 La Resolución No. 546 del 20 de sep�embre de 2017 fue publicada en el Diario Oficial No. 50364 del 22/09/2017, fecha desde la cual inicia su vigencia. De igual 
forma, publicada en la Página Web de la ANM. 

   

(   31 MAR. 2020   )
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delimitación del área de reserva especial, para la explotación de un yacimiento de oro y plata, ubicado en 
la jurisdicción del municipio La Llanada (San Francisco), en el departamento de Nariño (Folios 1 - 75):  
 

Número Nombre Tipo y Número de Documento 
1 Esteban Clemencio Toro Caicedo C.C. 18.143.265 
2 José German Tapia Alderete C.C. 98.348.788 
3 Moisés Álvarez Morales C.C. 5.329.166 
4 Donaldo Jacob Álvarez Morales C.C. 98.348.106 

 
En la solicitud los interesados señalan las coordenadas de las minas, las cuales se relacionan a 
continuación (folios 2 - 3): 
 

Mina El Paraíso  Mina La Chorrera 
 Norte Este   Norte Este 

1 658.968 941.608  1 652.945 945.533 
2 658.601 942.467  2 952.952 945.534 
3 658.866 942.363  3 652.905 945.536 

    4 652.914 945.542 
    5 652.709 946.219 

 
Mina La Cartagua 

 Norte Este 
1 652.444 946.536 
2 652.420 946.444 
3 652.420 946.416 
4 652.403 946.359 
5 652.392 946.452 
6 652.398 946.442 
7 652.469 946.458 
8 652.454 946.454 
9 652.500 946.423 

10 652.511 946.411 
11 652.388 946.457 
12 652.376 946.450 
13 652.383 946.446 

 
Teniendo en cuenta la documentación presentada, la Gerencia de Fomento de la Agencia Nacional de 
Minería elaboró Informe de Evaluación Documental ARE No. 407 del 06 de septiembre de 2018, en el 
que revisado los documentos aportados por los interesados indicó lo siguiente: (folios 90 - 93). 
 

“OBSERVACIONES/CONCLUSIONES 
 

1. Los cuatro (4) peticionarios del área de reserva especial de La Llanada (San Francisco) tienen capacidad 
legal para realizar el trámite de ARE.  

2. De la revisión de los documentos entregados por los solicitantes, se encontró que existen indicios de 
tradicionalidad minera, que justifican continuar con el trámite para la declaración y delimitación de un área de 
reserva especial de conformidad con la Resolución ti 546 del 20 de septiembre de 2017 (Trámite 
Administrativo para la Declaración y Delimitación de Áreas de Reserva Especial para Comunidades Mineras).  

3. En cuanto a las superposiciones de los puntos de explotación indicados por los peticionarios, el más 
comprometido y que ameritaría un estudio más detallado es el relacionado con la Mina El Paraíso del señor 
Esteban Clemencio Toro Caicedo, dado que se superpone con área ambiental de exclusión minera (zona de 
protección y desarrollo de los recursos naturales renovables — Piedemonte Andino Pacifico). 
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RECOMENDACIÓN 
 

Teniendo en cuenta los indicios de tradicionalidad minera por parte de los solicitantes, se recomienda 
realizar la VISITA DE VERIFICACION DE TRADICIONALIDAD al tenor de lo definido en la resolución 
# 546 de 2017”. 

 
Con base en la evaluación realizada, el Grupo de Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento 
a través de los oficios No. 20194110301751, 20194110301721, 20194110301731, 20194110301741 y 
20194110301701 y 20194110301711 del 26 de julio de 2019 dirigidos a: la Alcaldía del municipio de la 
Llanada, beneficiarios del Título Minero No. OG2-082526, interesados, a la Corporación Autónoma 
Regional de Nariño CORPONARIÑO, beneficiarios de la solicitud de legalización de minería de hecho No. 
ODC-15561 y de la propuesta de contrato de concesión Placa No. IE7-561, respetivamente, informó la 
fecha de realización de la visita de verificación de tradicionalidad, visita que se ejecutaría el 13 de agosto 
de 2019. (Folios 102 - 107). 
 
En la fecha señala, se llevó a cabo la visita técnica de verificación de tradicionalidad por parte del Grupo 
de Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento producto de la cual se elaboró el Informe de 
Visita Áreas de Reserva Especial No. 545 del 23 de septiembre de 2019, en el que producto de la visita 
realiza se concluyó entre otros cosas lo siguiente: (folios 108 - 171) 
 

“• Se recomienda rechazar el presente trámite debido a que después de visita de verificación de 
tradicionalidad y el análisis en conjunto de la información aportada al expediente se concluye que: 
 
� No existe el desarrollo de una actividad minera tradicional desde antes de la promulgación del código 

de minas Ley 685 del 2001 realizada por los solicitantes en el área solicitada.  
 

� El señor Moisés Álvarez Morales identificado con cédula de ciudadanía No. 5.329.166 contaba con 
título minero y las labores presentadas se encontraban amparadas bajo el mismo 00103-52 el cual se 
encontró vigente entre el año 1997 hasta el año 2009, tener en cuenta que dichas labores se realizan 
en sociedad con el señor Donaldo Jacob Álvarez Morales el cual no presento medios de prueba 
establecidos en la Resolución 546 de 2017.  

 
� Se recomienda tener en cuenta dentro del presente tramite el desistimiento presentado por el señor 

ESTEBAN CLEMENCIO TORO CAICEDO.”. 
 

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN 
 
De conformidad con lo indicado en los antecedentes, específicamente el resultado del Informe de 
Evaluación Documental ARE No. 407 del 06 de septiembre de 2018 y la visita realizada al área 
reflejada en el Informe de Visita Áreas de Reserva Especial No. 545 del 23 de septiembre de 2019, es 
menester pronunciarse respecto de: i) las normas mineras que regulan las áreas de reserva especial; ii) la 
documentación aportada por los solicitantes; iii); el resultado de la visita al área solicitada y iv) 
desistimiento presentado por uno de los interesados. 
 

i) Normas mineras que regulan las Áreas de Reserva Especial: 
 
El artículo 31 de la Ley 685 de 2001 (Código de Minas), modificado por el artículo 147 del Decreto – Ley 
0019 de 10 de enero de 2012, establece: 
 

“Artículo 31. Reservas especiales. La Autoridad Minera por motivos de orden social o económico 
determinados en cada caso, de oficio o por solicitud expresa de la comunidad minera, en aquellas 
áreas en donde existan explotaciones tradicionales de minería informal, delimitará zonas en las 
cuales temporalmente no se admitirán nuevas propuestas, sobre todos o algunos minerales. Su objeto 
será adelantar estudios geológico-mineros y desarrollar proyectos mineros estratégicos para el país, 
destinados a determinar las clases de proyectos mineros especiales y su puesta en marcha. En todo 
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caso, estos estudios geológico-mineros y la iniciación de los respectivos proyectos no podrán tardar 
más de dos (2) años. La concesión sólo se otorgará a las mismas comunidades que hayan 
ejercido las explotaciones mineras tradicionales, así hubiere solicitud de terceros. Todo lo anterior 
sin perjuicio de los títulos mineros vigentes, otorgados o reconocidos”. (Negrilla fuera de texto) 

 
El Ministerio de Minas y Energía a través de la Resolución No. 41107 del 18 de noviembre de 2016 “Por 
la cual se incluyen y modifican algunas definiciones en el Glosario Técnico Minero”, dispuso la siguiente 
definición: 
 

“Explotaciones Tradicionales: Es la actividad minera realizada por personas vecinas del lugar que 
no cuentan con título minero y que por sus características socioeconómicas se constituye en la 
principal fuente de ingresos de esa comunidad. Las explotaciones mineras deberán haber sido 
ejercidas desde antes de la vigencia de la Ley 685 de 2001, por parte de la comunidad minera 
solicitante”. (Subrayado y Negrilla fuera de texto) 

 
Dicho esto, para acreditar la existencia de explotaciones tradicionales de minería informal, es necesario 
tener en cuenta lo expresamente dispuesto en el artículo 31 del Código de Minas, así como el 
significado del vocablo “tradicional", para efectos de la declaratoria de áreas de reserva especial. En ese 
orden, al hablar de explotaciones tradicionales, estamos haciendo referencia a aquellas realizadas por 
personas vecinas del lugar que no cuenten con Título Minero y que hayan sido ejercidas desde antes de 
la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001, esto acorde con la definición de explotaciones tradicionales 
consignadas en el glosario minero.  

Bajo este contexto normativo, a través de la Resolución No. 546 de 20 de septiembre de 2017, se 
incorporó la definición de explotaciones tradicionales dentro del trámite administrativo para la declaración 
y delimitación de Áreas de Reserva Especial, así:  
 

“Artículo 2°.  (...) Parágrafo 1. Para efectos del trámite de declaración y delimitación de Áreas de 
Reserva Especial, se entiende por explotaciones tradicionales aquellas realizadas por personas 
vecinas del lugar que no cuenten con título minero y que por sus características socioeconómicas 
se constituye en la principal fuente de ingresos de esa comunidad. Las explotaciones mineras deberán 
haber sido ejercidas desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001, por parte de la 
comunidad minera solicitante, para lo cual deberán acreditar su existencia mediante pruebas que 
permitan evidenciar, por parte de la Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces, que son 
explotaciones tradicionales y que sus actividades mineras corresponden a lo establecido en el Decreto 
1666 de 2016, en relación con la clasificación de la minería”. (Subrayado y Negrilla fuera de texto) 
 

Por su parte, el artículo 3° de tal normativa advierte los requisitos que debe presentar toda persona para 
solicitar la declaración y delimitación de un Área de Reserva Especial ante la autoridad minera, a saber: 

 
“Artículo 3o. Requisitos de la solicitud. La solicitud de declaratoria de Área de Reserva Especial 
debe presentarse por escrito o a través de la ventanilla electrónica que para tales efectos establezca la 
Agencia Nacional de Minería o quien haga sus veces, acompañada de los siguientes documentos: 

 
1. Fotocopia legible de la cédula de ciudadanía de cada uno de los integrantes de la comunidad 

minera. 
2. Solicitud suscrita por todos y cada uno de los integrantes de la comunidad minera, quienes 

deberán aportar su dirección de domicilio y/o correo electrónico. 
3. Coordenadas en "Datum Bogotá" o cualquier otro sistema de información geográfica, mediante 

el cual se identifiquen las bocaminas o frentes de explotación. 
4. Nombre de los minerales explotados. 
5. Descripción de la infraestructura, métodos de explotación, herramientas, equipos utilizados y 

tiempo aproximado del desarrollo de las actividades que se relacionen con el desarrollo 
tradicional de la actividad minera. 

6. Descripción y cuantificación de los avances en cada uno de los frentes de explotación que 
sustenten el tiempo de antigüedad de la actividad minera desarrollada. 
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7. Manifestación escrita de la comunidad minera tradicional, suscrita por todos sus integrantes, en 
la cual se indique la presencia o no de comunidades negras, indígenas, raizales, palenqueras o 
ROM, dentro del área de interés. En caso de existir dichas comunidades étnicas se podrá aportar 
la correspondiente certificación de sus dirigentes en donde manifiesten estar de acuerdo con la 
actividad minera adelantada por los peticionarios. 

8. Cuando la comunidad minera presente la solicitud de declaración y delimitación del Área de 
Reserva Especial a través de una persona jurídica, esta deberá estar conformada por miembros 
de dicha comunidad y acreditar que su objeto social incluye el desarrollo de actividades mineras. 

9. Los medios de prueba que demuestren la antigüedad de la actividad de explotación tradicional 
dentro del área solicitada, es decir, que ésta ha sido desarrollada desde antes de la entrada en 
vigencia de la Ley 685 de 2001 y que puede ser cualquiera de los siguientes: 

a) Documentos que den cuenta de la actividad comercial, en los cuales se indique la fecha de 
creación o elaboración del documento, el nombre de los intervinientes y la clase de mineral 
comercializado, tales como facturas, comprobantes de venta del mineral, comprobantes de pago 
de regalías o cualquier otro documento que demuestre tradicionalidad. 

b) Declaraciones de terceros, las cuales se entenderán hechas bajo la gravedad del juramento, en 
las que conste la relación comercial de compraventa del mineral explotado entre el minero 
solicitante del Área de Reserva Especial y quienes las expiden. Estas deben especificar 
claramente: las partes intervinientes en las respectivas transacciones comerciales, el mineral 
comercializado, las cantidades vendidas/compradas, el valor total de las operaciones y las 
fechas o periodos durante los cuales se realizaron dichas actividades comerciales. 

c) Certificación emitida por autoridad municipal, local o regional en la que se identifique plenamente 
los mineros peticionarios, el mineral que explota, el lugar en donde adelantan la actividad minera 
y el tiempo durante el cual vienen realizando la actividad de extracción de minerales. 

d) Comprobantes de pago de regalías. 
e) Comprobantes de pago de salarios al personal que labora en la mina. 
f) Comprobantes de pago o certificación de afiliación del personal que labora en la mina a riesgos 

laborales. 
g) Planos de la mina con constancia de recibido de alguna entidad pública. 
h) Permisos ambientales para el uso y manejo de los recursos naturales renovables para la 

explotación de la mina y/o licencias o planes de manejo o de restauración ambiental 
relacionados con la actividad minera en el área que se solicita. 

i) Informes y/o actas de visita a la mina expedidos por autoridades locales, mineras o ambientales”. 
 
Como se aprecia, el artículo 3° transcrito exige el cumplimiento de requisitos, los cuales se encuentran 
ligados al concepto de tradicionalidad tanto de las explotaciones como de las personas de la comunidad, 
razón por la cual, los aspectos señaladas en el mencionado artículo, así como la acreditación de las 
exportaciones mineras de conformidad con el artículo 31 de la Ley 685 de 2001 y demás normas antes 
transcritas, son requisitos “sine qua non” dentro del trámite respectivo para la declaración y delimitación de 
un Área de Reserva Especial, para determinar que las explotaciones alegadas han sido desarrolladas 
desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001. 
 
Por lo tanto para poder determinar la presencia de actividades mineras la Resolución No. 546 de 20 de 
septiembre de 2017 contempló la etapa de verificación documental y la visita al área solicitada, las cuales 
proporcionan los elementos técnicos requeridos para garantizar el cumplimiento, entre otros, del requisito 
sustancial de tradicionalidad minera dispuesto por el legislador en el artículo 31 de la Ley 685 de 2001, a 
la cual se deben ajustar los solicitantes y la Administración.   
 

ii) La documentación aportada al expediente. 
 
Los interesados con el ánimo de dar cumplimiento a lo indicado en el numeral 9° del artículo 3° de la 
Resolución No. 546 del 20 de septiembre de 2017, aportaron documentos dirigidos a demostrar la 
antigüedad de la explotación tradicional, por cada uno de los miembros que conforman la comunidad 
minera, los cuales se enunciaran a continuación, exceptuando los aportados para el señor Esteban 
Clemencio Toro Caicedo, quien en visita presentó solicitud de desistimiento, petición que será estudiada 
más adelante: 
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� German Tapia Alderete.  

 
Certificación emitida por la Secretaria de Planeación y Obras del municipio de Llanada, en la cual 
consta que el señor José German Tapia Alderete “… se desempeña como minero tradicional 
desde la edad de 18 años, el cual se dedica a la extracción de un yacimiento de oro y plata en la 
mina La Chorrera, ubicada en la Vereda La Palma, Jurisdicción del Municipio de la Llanada, 
Departamento de Nariño”. (Folio 55). 
 
Declaración extraproceso rendida por el señor Alberto Rosero Díaz ante la Notaria Única de los 
Ángeles Nariño, en la que declara que conoce al señor José German Tapia Alderete desde hace 
20 años porque era vecino, razón por la cual afirma que “… es minero y propietario de la mina: 
LA CHORRERA, ubicada en la vereda La Palma del Municipio de La Llanada – Nariño desde 
hace unos veinte (20) años”. (Folio 56). 
 
Declaración extraproceso rendida por el señor Luis Owiemar López ante la Notaria Única de los 
Ángeles Nariño, en la que declara que conoce al señor José German Tapia Alderete desde hace 
30 años porque “…eran escueleros…”, razón por la cual afirma que “… es minero y propietario 
de la mina: LA CHORRERA, ubicada en la vereda La Palma del Municipio de La Llanada – 
Nariño, es propietario de esta mina desde el años dos mil (2000)”. (Folio 57). 

 
� Moisés Álvarez Morales. 

 
Copia de la Resolución No. 994-0402 del 16 de agosto de 1995, proferida por el Ministerio de 
Minas y Energía, a través del cual se otorgó la Licencia de Explotación No. 00103-52 a los 
señores Pablo Morales Tongino y Moisés Álvarez Morales, en el marco del programa de 
legalización de explotaciones de hecho consagrado en la Ley 141 de 1994, anterior Código de 
Minas, por el término de diez (10) años, para un yacimiento de oro y plata, localizado en la 
jurisdicción del municipio de Samaniego, departamento de Nariño. (Folios 59 - 60). 
 
Documentos relacionados con la Licencia de Explotación No. 00103-52, tales como: formulario 
para estudio técnico de la documentación presentada, certificado de registro minero, formulario 
para declaración y liquidación de regalías, facturas de compra, informes de laboratorio, informe 
de fundición, entre otros. (Folios 61 – 72). 
 

� Donald Jacob Álvarez. 
 
Solicitud de legalización de minería tradicional presentada ante la Agencia Nacional de Minería el 
12 de abril de 2013, por los señores Donald Jacob Álvarez Morales y Moisés Álvarez Morales, 
para la explotación de una mina de metales preciosos y sus concentrados, ubicada en 
Samaniego, departamento de Nariño. (Folios 74 – 75). 
 

Una vez revisados, el Grupo de Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento en la 
Evaluación Documental No. 407 del 06 de septiembre de 2018, concluyó que la certificación dada por 
el Secretario de Planeación del municipio de la Llanada, documentos relacionados con la Licencia de 
Explotación No. 00103-52 e Informe de Función de la División Regional de Minas de Pasto, daban 
indicios que los solicitantes hubieran adelantado actividades mineras tradicionales.  
 
Visto el análisis realizado y dado el cumplimiento de los demás requisitos contemplados en el artículo 3° 
de la Resolución No. 546 del 20 de septiembre de 2017, el Grupo de Fomento de la Vicepresidencia de 
Promoción y Fomento recomendó realizar la visita técnica de verificación de tradicionalidad, la cual arrojó 
los siguientes resultados: 
 



RESOLUCIÓN No.  045                                       DE     31 MAR. 2020                   Hoja No. 7 de 16 
 

“Por la cual se da por terminado el trámite de la solicitud de declaración y delimitación de un área 
de reserva especial, ubicada en el municipio de La Llanada (San Francisco), departamento de 

Nariño, presentada mediante radicado No. 20189080281792 del 17 de julio de 2018, y se toman otras 
determinaciones” 

 

MIS1-P-003-F-004 / V3 

iii) Del resultado de la visita al área solicitada. 
 
En cuanto a la etapa administrativa siguiente, el artículo 6° de la Resolución No. 546 del 20 de septiembre 
de 2017 advierte que una vez realizada la revisión documental aportada por los interesados, el Grupo de 
Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento realizará una visita de verificación de los frentes 
de explotación referenciados en la solicitud, con el propósito de establecer la existencia de la comunidad 
minera y las explotaciones tradicionales. 
 
Acto seguido, en su artículo 7° señala el objeto de la visita de verificación, a saber:   
 

“Artículo 7o. Objeto de la visita de verificación de la tradicionalidad: La visita de verificación tiene 
como objeto establecer la existencia o no de explotaciones tradicionales, los responsables de 
ellas, los integrantes de la comunidad minera tradicional y la localización de los frentes de 
trabajo minero. De igual forma, busca definir técnicamente el área viable para la delimitación del Área 
de Reserva Especial y demás aspectos que permitan determinar la viabilidad de declarar y delimitar o 
no el área solicitada (…)”. (Negrilla y subrayado fuera del texto). 

 
Como se observa, uno de los objetos de la visita de verificación es determinar la existencia de 
explotaciones tradiciones, es decir: que los interesados sean vecinos del lugar, que la actividad minera 
realizada sea su principal fuente de ingreso y la antigüedad de la explotación, lo que significa que la 
misma se remonte desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001, esto es del 7 de 
septiembre de 2001. 
 
Bajo este marco normativo, el 13 de agosto de 2019 se llevó a cabo por parte del Grupo de Fomento de 
la Vicepresidencia de Promoción y Fomento visita de verificación de tradicionalidad, producto de la cual 
se elaboró el Informe de Visita Áreas de Reserva Especial No. 545 del 23 de septiembre de 2019, en 
el que se indico lo siguiente: 
 

Existencia de la comunidad minera. 
 
De acuerdo con los documentos aportados en la solicitud, los miembros que conforman la comunidad 
minera son los señores: Esteban Clemencio Toro Caicedo, José German Tapia Alderete, Moisés Álvarez 
Morales y Donaldo Jacob Álvarez Morales; no obstante, después de realizada la socialización, el señor 
Esteban Clemencio Toro Caicedo presentó por escrito solicitud de desistimiento al trámite, sobre la cual 
nos pronunciaremos más adelante, razón por la cual sus minas no fueron objeto de inspección. 
 

Antigüedad de la explotación. 
 
En el desarrollo de la diligencia se contó con la presencia y participación de los señores: José German 
Tapia Alderete y Moisés Álvarez Morales, toda vez que el señor Donaldo Jacob Álvarez Morales no 
apareció en el transcurso de la diligencia ni posterior a ella, hecho que no afectó la realización de la 
diligencia, ya que sus labores son ejecutadas en compañía del señor Moisés Álvarez Morales, según lo 
manifestado por los demás miembros que conforman la comunidad. 
 
Con base en lo anterior, se visitaron las bocaminas relacionados a continuación: 
  

Descripción Punto Este Norte Altura Solicitante Cédula 

BM Cartagua 1 1 946421 652528 1174 

Moisés Álvarez Morales 
Donald Jacob Álvarez Morales 

5.329.166 
98.348.106 

BM Cartagua 2 2 946482 652425 1201 
BM Cartagua 3 3 946449 652395 1224 
BM Cartagua 4 4 946423 652427 1301 
BM Cartagua 5 5 946476 652376 1237 
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Descripción Punto Este Norte Altura Solicitante Cédula 

BM Cartagua 6 6 946454 652386 1288 
BM Chorrera 1 7 945531 652878 1319 

José German Tapia Alderete  98.348.788 
BM Chorrera 2 8 945483 652842 1295 
BM Chorrera 3 9 945552 652914 1346 
BM Chorrera 4 10 945529 652925 1328 
BM Chorrera 5 11 945541 652930 1343 

 
Por cada bocamina se realizó una descripción de la infraestructura y aspectos técnicos, un análisis sobre 
el cumplimiento de las condiciones de seguridad e higiene minera y un estudio relacionado con la 
tradicionalidad de las labores de las minas “Cartagua” y “Chorrera”, concluyendo sobre este último 
aspecto lo siguiente: 
 
  “8.1. MINAS CHORRERA 

 
(…) 
 
8.1.4. GENERALIDADES BOCAMINAS CHORRERA 
 
Para las minas denominadas la Chorrera y de las cuales es responsable el señor Jose German Tapia 
Alderrete, se pudo observar que el tiempo de trabajo dedicado al avance para cada una de las minas a 
la fecha de la visita de verificación indica que las actividades en el interior de la mina no superan 7 
años de trabajo, lo podemos percibir con cada una de las longitudes medidas en la cual Chorrera 1 
mide 43.42 metros, Chorrera 2 mide 17.34 metros, Chorrera 3 mide 21.07, Chorrera 4 mide 22.6 
metros y Chorrera 5 mide 16.43 metros, lo anterior permite concluir que  dichas labores no 
evidencian el desarrollo de una actividad minera  en el área solicitada desde antes de la 
promulgación del código de minas Ley 685 del 2001. (…) 
 
8.2. MINAS CARTAGUA 
 
(…) 
 
8.2.5. GENERALIDADES BOCAMINAS CARTAGUA 
 
Para las minas denominadas Cartagua y de las cuales es responsable el señor Moisés Álvarez Morales las 
cuales se trabajan en sociedad con el señor Donaldo Jacob Álvarez Morales, se pudo observar que el 
tiempo de trabajo dedicado al avance para cada una de las minas a la fecha de la visita de verificación 
indica que las actividades en el interior de la mina no superan 12 años de trabajo, lo podemos percibir con 
cada una de las longitudes medidas en la cual Cartagua 1 mide 17.35 metros, Cartagua 2 mide 100.56 
metros, Cartagua 3 y Cartagua 4 las cuales miden 93.56 metros y Cartagua 6 mide 37.73 metros, se 
consultó expediente No. 103-52 y a folio 123 al 129 se encuentra un informe de visita realizado por 
MINERCOL de fecha 25 de octubre de 2002 en el cual reporta las bocaminas existentes en el área, se 
observan 3 bocaminas, tan solo la bocamina Hilo de Oro se evidenció en aquella época que parece 
coincidir con BM Cartagua 1, las demás no se encontraban para aquella época, anterior permite concluir 
que  dichas labores no evidencian el desarrollo de una actividad minera  en el área solicitada desde 
antes de la promulgación del código de minas Ley 685 del 2001”. 
 

Acto seguido, en el acápite “9. Análisis de los trabajos mineros ubicados dentro del Área de Interés” 
se indicó: 
 

“En el desarrollo de la socialización se Indicó la situación que se presentaba con relación a los frentes 
que eran de interés del señor ESTEBAN CLEMENCIO TORO CAICEDO ya que al graficarlos se había 
encontrado en el CMC que dichos se encontraban en zona de exclusión minera y lo que implica al 
imposibilitad para desarrollar un proyecto minero al encontrarse en dicha capa, razón por la cual el 
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señor Esteban en el momento de la visita presento oficio con desistimiento para continuar con la 
solicitud.  
 
En el momento tanto de la socialización como en la visita de verificación en campo el señor Donaldo 
Jacob Alvarez Morales no se presentó, como tampoco presento justificación alguna respecto a dicha 
inasistencia, sin embargo, los frentes de los cuales él es responsable son en sociedad con el señor 
Moisés Álvarez Morales, lo anterior se puede confirmar con la documentación aportada en el momento 
de la presentación de la solicitud de ARE.  
 
En el En (SIC) la visita de verificación se identificaron labores del señor Jose German Tapia Alderete 
denominadas la Chorrera 1, 2, 3, 4 y 5 y minas del señor Moisés Álvarez Morales en sociedad con el 
señor Donaldo Jacob Álvarez Morales denominadas Cartagua 1, 2, 3, 4, 5 y 6.  
 
Se observaron túneles avanzados de los cuales 4 se encuentran comunicados y reflejan método de 
explotación en cámaras y pilares, el sostenimiento es natural, se observó que hay varias bocaminas 
que están en recuperación realizando ampliación de la sección y acondicionamiento de los accesos, 
las minas se encuentran localizadas en laderas de montaña y no cuentan con vias tan solo caminos 
que apenas pasa una persona o en su defecto un animal de tiro que realiza el transporte del material 
de mina que será beneficiado.   
 
Las minas son avanzadas en la medida en que se encuentra el mineral, por tal razón se observaron 
varias bocaminas asociadas a cada responsable, ellos van persiguiendo el filón y cuando este deja de 
mostrarse ellos cambian de zona de explotación, se evidencio además que el túnel a los costados ha 
sido trabajado y el espacio que va quedando lo han ido rellenando con la roca que no es útil 
económicamente, esta es la razón por la que algunos de los túneles se encuentran inactivos como 
consecuencia de fallas geológicas que no permiten la continuidad de los filones que se vienen 
trabajando.  
 
Para las minas denominadas la Chorrera y de las cuales es responsable el señor Jose German Tapia 
Alderrete, se pudo observar que el tiempo de trabajo dedicado al avance para cada una de las minas a 
la fecha de la visita de verificación indica que las actividades en el interior de la mina no superan 7 
años de trabajo, lo podemos percibir con cada una de las longitudes medidas en la cual Chorrera 1 
mide 43.42 metros, Chorrera 2 mide 17.34 metros, Chorrera 3 mide 21.07, Chorrera 4 mide 22.6 
metros y Chorrera 5 mide 16.43 metros, lo anterior permite concluir que  dichas labores no 
evidencian el desarrollo de una actividad minera en el área solicitada desde antes de la 
promulgación del código de minas Lev 685 del 2001.  
 
Para las minas denominadas Cartagua y de las cuales es responsable el señor Moisés Álvarez 
Morales las cuales se trabajan en sociedad con el señor Donaldo Jacob Álvarez Morales, se pudo 
observar que el tiempo de trabajo dedicado al avance para cada una de las minas a la fecha de la 
visita de verificación indica que las actividades en el interior de la mina podemos percibir con cada una 
de las longitudes medidas en la cual Cartagua 1 mide 17.35 metros con tiempo de actividad de 11 
meses, Cartagua 2 mide 100.56 metros con tiempo de actividad de cinco años, Cartagua 3 y Cartagua 
4 las cuales miden 93.56 metros con cuatro años y nueve meses y Cartagua 6 mide 37.73 metros la 
cual tiene tiempo de dos años aproximadamente, se consultó expediente No. 103-52 y a folio 123 al 
129 se encuentra un informe de visita realizado por MINERCOL de fecha 25 de octubre de 2002 en el 
cual reporta las bocaminas existentes en el área, aclarando que el polígono abarca las labores que 
actualmente se vienen trabajando, se observan 2 bocaminas relacionadas y no corresponden a las 
bocaminas visitadas para aquella época dentro de dicho título minero, lo que permite afirmar que las 
labores son recientes concluyendo que dichas labores no evidencian el desarrollo de una 
actividad minera en el área solicitada desde antes de la promulgación del código de minas Ley 
685 del 2001 y a su vez que se desarrollaron en la vigencia de un título minero vigente hasta el 
año 2009. 
 
A lo anterior se le suma que se realizó consulta sobre reporte histórico de títulos mineros que se 
encontraban vigentes en la entrada en vigencia de la Ley 685 de 2001; se encontró que las bocaminas 
están dentro de la Licencia de Explotación No. 00103-52 la cual estuvo vigente desde el año 1997 
hasta el año 2009 y de la cual el señor Moisés Álvarez Morales era Titular, lo anterior corroborado al 
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consultar el Certificado de Registro Minero y el expediente contentivo del mismo. De modo que las 
minas visitadas en la entrada de la Ley 685 de 2001 se encontraban amparadas de un título 
minero y señor Moisés Álvarez Morales ostentaba la calidad de titular minero a esa fecha, razón 
por la cual no se encontraría enmarcado en calidad de tradicionalidad.”. 

 
Como se aprecia en el desarrollo de la visita que tiene como uno de sus objetivos establecer la existencia 
de la antigüedad de las labores mineras ejecutadas por los interesados, se efectúo la inspección a las 
minas de los señores José German Tapia Alderete y Moisés Álvarez Morales, este último trabajadas en 
compañía del señor Donaldo Jacob Álvarez Morales, concluyendo lo siguiente: 
 
En cuanto a las cuatro (4) minas denominadas “Chorrera” cuyo responsable es el señor José German 
Tapia Alderete, se determinó en la visita de verificación de tradicionalidad que la sumatoria de la huella 
minera dejada al interior de cada una de las bocaminas, las labores no superan los siete (7) años, es 
decir que datan del año 2012 en adelante, razón por la cual se concluyó que no eran anteriores a la 
entrada en vigencia del Código de Minas, lo que permite establecer que no son explotaciones 
tradicionales. 
 
Ahora, referente a las minas “Cartagua” cuyo responsable es el señor Moisés Álvarez Morales, en 
compañía del señor Donaldo Jacob Álvarez Morales, éste último no se presentó en la visita ni aportó 
prueba si quiera sumaria de su ausencia, se concluyó que verificado el expediente minero de la Licencia 
de Explotación No. 00103-52, en el cual a folios 123 al 129 obra informe de visita efectuada por la 
Empresa Industrial y Comercial del Estado, el entonces Minercol Ltda., (folios 179 – 181) dos (2) de las 
bocaminas visitadas en ese entonces corresponden a las hoy inspeccionadas. 
 
Sumado a ello, en el reporte histórico de los títulos mineros inscritos en el Catastro Minero Colombiano, 
se registra que las bocaminas denominas “Cartagua” se encuentran ubicadas dentro de la Licencia de 
Explotación No. 00103-52, sobre la cual eran titulares los señores Moisés Álvarez Morales y Pablo 
Morales Tongino, desde el 25 de julio de 1997 al 10 de julio de 2009, motivo por el cual se concluyó que 
las labores ejecutadas por los señores Álvarez Morales no eran tradicionales, toda vez que fueron 
ejecutadas bajo el amparo de un título minero, contraviniendo el concepto de explotación tradicional.   
 
La situación anterior llevo a esta Autoridad a revisar nuevamente los documentos aportados por la 
presunta comunidad minera que dieron indicio de tradicionalidad de las labores y que condujo a la 
realización de la visita de verificación encontrando lo siguiente: 

 
“10. EVALUACIÓN DE LA DOCUMENTACIÓN APORTADA. 

 
En el expediente reposa documentación asociada al señor ESTEBAN CLEMENTE TORO CAICEDO, dicha 
documentación no se relacionará dentro de la documentación aportada, por cuanto el señor presento 
desistimiento para continuar con el presente tramite.  

 
En el expediente reposa la siguiente información: a folio 55 se observa certificación expedida por el 
secretario de planeacion y obras del municipio de La Llanada de fecha 4 de julio de 2018 certifico que el 
señor JOSE GERMAN TAPIA ALDERETE "viene realizando la actividad de extracción de minerales es de 
aproximadamente diecinueve (19) años, sin embrago lo visto en campo no coincide con lo indicado en 
dicha certificación por cuanto el desarrollo de las labores no supera los 7 años de actividades en la zona.  
A folio 59 y 60 se observa Resolución No. 994-0402 del 16 de agosto de 1995 en la cual otorgan licencia de 
explotación No. 00103-52. A folio 61 y 62 se observa el formulario para estudio técnico del Ministerio de 
Minas y Energía de fecha 21 de febrero de 1996, en el cual indica que es técnicamente viable.  

 
Revisadas las pruebas anteriores se consultó Certificado de Registro Minero y el expediente contentivo 
para la Licencia de Explotación No. 00103-52, la cual reporta que mediante Resolución No. 994-0402 del 
16 de agosto de 1995 otorgan licencia de explotación No. 00103-52, fue anotada en el RMN el día 27 de 
julio de 1997 y mediante Resolución No. GTRC-0045-09 del 13 de marzo de 2009, se da por terminado/ 
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extinguido/vencido el título minero, con constancia de ejecutoria el día 15 de mayo de 2009 y anotada en el 
RMN el día 10 de julio de 2009. 
 
Es decir que la Licencia de Explotación No. 00103-52 se encontraba vigente a la entrada en vigencia de la 
Ley 685 de 2001, por lo cual el señor Moisés Álvarez Morales identificado con cédula de ciudadanía No. 
5.329.166 contaba con título minero y las labores presentadas se encontraban amparadas bajo el mismo, 
tener en cuenta que dichas labores se realizan en sociedad con el señor Donaldo Jacob Álvarez Morales el 
cual no presento medios de prueba establecidos en la Resolución 546 de 2017 y tampoco se presentó a la 
socialización ni a la visita de verificación, no presento justificación alguna a su ausencia.  
 
En el desarrollo de la visita no se aportaron nuevos documentos como medios de prueba para demostrar la 
antigüedad de las actividades de explotación dentro del área solicitada, solo se presentó el oficio de 
desistimiento del señor Esteban Clemencio Toro.”. 

 
Toda lo anterior, condujo al Grupo de Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y Fomento a concluir, 
entre otros aspectos, lo siguiente: 
 

“(…) En el expediente reposa a folio 55 se observa certificación expedida por el secretario de planeacion y 
obras del municipio de La Llanada de fecha 4 de julio de 2018 certifico que el señor JOSE GERMAN 
TAPIA ALDERETE "viene realizando la actividad de extracción de minerales es de aproximadamente 
diecinueve (19) años", sin embargo, lo visto en campo no coincide con lo indicado en dicha certificación 
por cuanto el desarrollo de las labores no supera los 7 años de actividades en la zona.  
 
Se consultó Certificado de Registro Minero y el expediente contentivo para la Licencia de Explotación No. 
00103-52, la cual reporta que mediante Resolución No. 994-0402 del 16 de agosto de 1995 otorgan 
licencia de explotación No. 00103-52, fue anotada en el RMN el día 27 de julio de 1997 y mediante 
Resolución No. GTRC-0045-09 del 13 de marzo de 2009, se da por terminado/ extinguido/vencido el título 
minero, con constancia de ejecutoria el día 15 de mayo de 2009 y anotada en el RMN el día 10 de julio de 
2009. Es decir que la Licencia de Explotación No. 00103 52 se encontraba vigente a la entrada en vigencia 
de la Ley 685 de 2001, por lo cual el señor Moisés Álvarez Morales identificado con cédula de ciudadanía 
No. 5.329.166 contaba con título minero y las labores presentadas se encontraban amparadas bajo el 
mismo, tener en cuenta que dichas labores se realizan en sociedad con el señor Donaldo Jacob Álvarez 
Morales el cual no presento medios de prueba establecidos en la Resolución 546 de 2017 y tampoco se 
presentó a la socialización ni a la visita de verificación, no presento justificación alguna a su ausencia.  
 
Tenido en cuenta la documentación aportada en el expediente y lo evidenciado en visita se concluye que 
no existen evidencias en el presente trámite tanto documentales como físicas evidenciadas en campo del 
desarrollo de una actividad minera desde antes de la promulgación del código de minas Ley 685 del 2001. 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta los resultados de la visita de verificación de tradicionalidad y las pruebas 
documentales aportadas por los interesados enfocadas a demostrar la antigüedad de las labores de 
explotación, se tiene que: 
 
Las labores correspondientes a las minas denominadas La Chorrera No. 1, 2, 3, 4 y 5 del señor José 
German Tapia Alderete, quien aportó como prueba de tradicionalidad, certificación proferida por la 
Secretaría de Planeación y Obras del municipio de la Llanada, departamento de Nariño, donde consta 
que viene realizando labores de extracción de oro y plata en el municipio desde hace más de diecinueve 
(19) años, verificadas las explotaciones en campo, las mismas ostentan una antigüedad no mayor a siete 
(7) años, hecho que le resta valor al contenido del documento, motivo por el cual se concluye que la 
actividad minera ejecutada y objeto de verificación en el presente trámite, no es anterior a la entrada en 
vigencia del Código de Minas, por lo tanto no pueden ser catalogadas como tradicionales. Y si bien pudo 
haber adelantado actividades mineras, las labores presentadas en el presente trámite no reúnen el 
requisito de tradicionalidad.  
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Ahora, respecto de los medios de prueba aportados por el señor Moisés Álvarez Morales, los mismos 
referencian labores de explotación realizadas desde antes de la expedición del Código de Minas, hecho 
que motivo la realización de la visita de verificación de tradicionalidad; sin embargo, ejecutada la 
inspección y analizado nuevamente el contenido de los documentos, los mismos corresponden a la 
Licencia de Explotación No. 00103-52 otorgada a través de la Resolución No. 994-0402 del 16 de agosto 
de 1995 por el Ministerio de Minas y Energía y terminada con el acto administrativo No. GTRC-0045-09 
del 13 de marzo de 2009, ejecutoriado el 15 de mayo de 2009 y registrado el 10 de julio de 2009, titulo 
minero del cual era beneficiario en compañía del señor Pablo Morales Tongino. 
 
Esto, permitió determinar que las labores ejecutadas por el señor Moisés Álvarez Morales no eran 
tradicionales toda vez que fueron realizadas bajo el amparo de un título minero, más concretamente de la 
Licencia de Explotación No. 00103-52, ya que las bocaminas, según el reporte de superposición 
históricos y el informe de visita técnica del 25 de octubre de 2002 realizado por la Empresa Nacional 
Minera Ltda. – MINERCOL, se ubican dentro del área que conformaba el título, hecho que lleva a esta 
autoridad a concluir que sus labores no son tradicionales. 
 
Ya que, para que puedan ser catalogadas como tradicionales, la comunidad minera no solo debe ser 
vecina de la comunidad, sino que la minería sea su principal fuente de ingreso y que ésta haya sido 
ejecutada desde antes de la vigencia del Código de Minas sin que medie un título minero, porque de lo 
contrario serían catalogados mineros legales2 y los programas de formalización, como su nombre lo 
indica, van dirigidos a la población que ejecuta minería ilegal, es decir: “Es la minería desarrollada sin 
estar inscrita en el Registro Minero Nacional y, por lo tanto, sin título minero.3” 
 
Ahora, respecto del señor Donald Jacob Álvarez Morales, dentro de los documentos aportados allegó 
copia de la radicación de una solicitud de formalización minera con fecha del 12 de abril de 2013, 
presentada con el señor Moisés Álvarez Morales, para la explotación de una mina de metales preciosos y 
sus concentrados, ubicada en Samaniego, departamento de Nariño, documento que no evidencia la 
tradicionalidad de las labores.  
 
Además, según el acta e informe de visita no concurrió a la diligencia ni aportó prueba si quiera sumaria 
que justificara su inasistencia, pese a ello, se efectúo la inspección a las minas del señor Moisés Álvarez 
Morales, quien afirmó que eran laboradas en compañía del señor Donald Jacob Álvarez Morales, 
explotaciones que como vimos no eran tradicionales, motivo por el cual dada la ausencia de pruebas 
documentales y del resultado de la visita se concluye que carece de este requisito. 
 
En suma, de acuerdo con las pruebas aportadas y los resultados obtenidos en la visita de verificación de 
la tradicionalidad de que trata el artículo 6° de la Resolución No. 546 del 20 de septiembre de 2017 
realizada el día 13 de agosto de 2019 en el Área de Reserva Especial ubicada en la jurisdicción del 
municipio La Llanada (San Francisco), departamento de Nariño, se determinó que la explotación no es 
tradicional, ya que no existen labores de explotación desde antes de la entrada en vigencia de la Ley 685 
de 2001.  
 
Tal incumplimiento resulta insubsanable para la continuidad del procedimiento administrativo aplicable, ya 
que la tradicionalidad constituye requisito sustancial de conformidad con lo dispuesto en los artículos 31 y 
257 del Código de Minas, en los que se advierte que la delimitación de áreas de reserva especial es un 
instrumento a través del cual el legislador tuvo como propósito generar proyectos que produzcan empleo 
para que las personas obtengan el sustento para sus hogares y que a la vez contribuya al establecimiento 
de una economía estable en regiones o lugares deprimidos o perturbados en el aspecto económico y 

                                                      
2 “Es la minería amparada por un título minero, que es el acto administrativo escrito mediante el cual se otorga el derecho a explorar y explotar el 
suelo y el subsuelo mineros de propiedad nacional, según el Código de Minas. El titulo minero deberá estar  inscrito en el Registro Minero 
Nacional”. – Glosario Técnico Minero. 
3 Extraído del Glosario Técnico Minero. 
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social.   
 
En este sentido, la ley minera prevé para efectos de la declaratoria de áreas de reserva especial, los 
siguientes requisitos: a) Existencia de motivos de orden social o económico, y b) Existencia de 
explotaciones tradicionales de minería informal, es decir sin el amparo de un título minero; 
presupuesto que como se manifestó anteriormente no fue satisfecho por los interesados. 
 
En consecuencia, bajo el análisis realizado se procederá a DAR POR TERMINADO el trámite de la 
solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial, ubicada en el municipio de La 
Llanada (San Francisco), departamento de Nariño, presentada mediante radicado No. 20189080281792 
del 17 de julio de 2018, respecto de los señores: José German Tapia Alderete, Moisés Álvarez Morales y 
Donaldo Jacob Álvarez Morales. 
 

iv) Desistimiento expreso de la solicitud. 
 
Según lo manifestado en el Informe de Evaluación Documental ARE No. 407 del 06 de septiembre de 
2018, en el desarrollo de la visita de verificación de tradicional de que trata el artículo 6° de la Resolución No. 
546 del 20 de septiembre de 2017, después de realizada la socialización donde se informó la 
superposiciones que registra cada uno de los frentes de explotación, el señor Esteban Clemencio Toro 
Caicedo por escrito (folio 134) manifestó de forma libre y voluntaria su petición de desistir al trámite, por 
cuanto según se informó sus frente se ubican dentro de una zona de exclusión minera. 
 
En tal sentido, es importante traer a colación la definición dada a la figura jurídica del desistimiento, por la 
Honorable Corte Constitucional, que la señala como una declaración de la voluntad y un acto jurídico 
procesal, en virtud del cual, el interesado en una actuación administrativa o judicial, expresa su intención de 
separarse de la acción intentada, oposición formulada, incidente promovido o recurso interpuesto, siendo 
características del desistimiento que se haga de forma unilateral, a través de memorial o escrito, de 
manera incondicional y que traiga como consecuencia la renuncia a lo pretendido4.  
 
Por consiguiente, dicha facultad es plenamente válida al interior del ordenamiento jurídico, cuyo titular es 
únicamente el interesado. 
 
Ahora bien, la figura del desistimiento no se encuentra establecida en la legislación minera, situación que 
hace necesario dar aplicación a lo consagrado en las disposiciones contenidas en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por remisión directa del artículo 297 del 
Código de Minas, disposición que en su tenor señala: 

 
“Artículo 297. Remisión. En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia 
minera, se estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo y para la 
forma de practicar las pruebas y su valoración se aplicarán las del Código de Procedimiento Civil.”  
 

El artículo 18 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por la Ley 1577 de 30 de junio de 2015, “Por medio de la 
cual se regula el derecho fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, contempla la figura jurídica del desistimiento así: 
 

“Artículo 18. Desistimiento expreso de la petición. Los interesados podrán desistir en cualquier 
tiempo de sus peticiones, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente 
presentada con el lleno de los requisitos legales, pero las autoridades podrán continuar de oficio la 
actuación si la consideran necesaria por razones de interés público; en tal caso expedirán resolución 
motivada”. (Negrilla y Subrayado del Despacho). 

 
                                                      
4 Extraído de la Sentencia T – 146A del 21 de febrero de 2003, proferida por la Corte Constitucional, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas 
Hernández. 
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Teniendo en cuenta que la manifestación expresa presentada en desarrollo de la visita de verificación de 
tradicionalidad cumple con los requisitos establecidos en la ley, es procedente ACEPTAR EL 
DESISTIMIENTO al trámite de la solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial, 
ubicada en el municipio La Llanada (San Francisco), departamento de Nariño, respecto del señor Esteban 
Clemencio Toro Caicedo. 
 
Para finalizar, es pertinente informar a las autoridades competentes que la mera presentación de la 
solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial no concede por sí sola la 
prerrogativa para adelantar actividades mineras en los frentes solicitados, por cuanto conforme a la 
Resolución No. 546 de 2017 ésta se adquiere una vez se encuentre en firme el acto administrativo que 
declara y delimita el Área de Reserva Especial.  
 
Razón por la cual, únicamente en el caso de Áreas de Reserva Especial que cuenten con acto 
administrativo de declaración y delimitación ejecutoriado, no habrá lugar a la aplicación de las medidas 
previstas en los artículos 161 y 306 de la Ley 685 de 2001, ni a proseguir las acciones penales señaladas 
en los artículos 159 y 160 de la misma ley, en virtud de lo dispuesto en el último inciso del artículo 165 del 
Código de Minas, sin perjuicio de las medidas preventivas y sancionatorias ambientales establecidas en la 
ley, así como las relacionadas con la seguridad minera de los trabajos adelantados.  
 
Por lo anterior, dando cumplimiento a los principios de colaboración entre entidades públicas y de eficacia 
administrativa se debe comunicar la decisión aquí tomada al Alcalde del municipio La Llanada (San 
Francisco), departamento de Nariño, y a la Corporación Autónoma Regional de Nariño (CORPONARIÑO), 
para su conocimiento y fines pertinentes. 
 
En atención a que el Gobierno Nacional profirió el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, por medio del 
cual se adoptaron medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por 
parte de las autoridades públicas en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, la 
notificación o comunicación que se ordene en el presente acto administrativo deberá adelantarse de 
manera electrónica de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 45. En el evento en que 
la notificación o comunicación no pueda hacerse de forma electrónica, se seguirá el procedimiento previsto 
en los artículos 67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  
 
De igual manera, el mencionado decreto en su artículo 6, dispuso que hasta tanto permanezca vigente la 
Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social las autoridades 
administrativas, por razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, 
mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede 
administrativa. La suspensión afectará todos los términos legales, incluidos aquellos establecidos en 
términos de meses o años. Y en todo caso, durante el término que dure la suspensión y hasta el momento 
en que se reanuden las actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza 
previstos en la Ley que regule la materia.  
                                                      
5 Artículo 4. Notificación o comunicación de actos administrativos. Hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el 
Ministerio de Salud y Protección Social, la notificación o comunicación de los actos administrativos se hará por medios electrónicos. Para el efecto 
en todo trámite, proceso o procedimiento que se inicie será obligatorio indicar la dirección electrónica para recibir notificaciones, y con la sola 
radicación se entenderá que se ha dado la autorización.  
En relación con las actuaciones administrativas que se encuentren en curso a la expedición del presente Decreto, los administrados deberán 
indicar a la autoridad competente la dirección electrónica en la cual recibirán notificaciones o comunicaciones. Las autoridades, dentro de los tres 
(3) días hábiles posteriores a la expedición del presente Decreto, deberán habilitar un buzón de correo electrónico exclusivamente para efectuar 
las notificaciones o comunicaciones a que se refiere el presente artículo.  
El mensaje que se envíe al administrado deberá indicar el acto administrativo que se notifica o comunica, contener copia electrónica del acto 
administrativo, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacer lo. La notificación o 
comunicación quedará surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la 
administración.  
En el evento en que la notificación o comunicación no pueda hacerse de forma electrónica, se seguirá el procedimiento previsto en los artículos 67 
y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  
Parágrafo. La presente disposición no aplica para notificación de los actos de inscripción o registro regulada en el artículo  70 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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Atendiendo lo dispuesto por el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, la Agencia Nacional de Minería 
emitió Resolución 116 de 30 de marzo de 2020 “Por la cual se modifica la Resolución 096 del 17 de marzo de 
2020, se suspende la atención presencial al público, los términos de algunas actuaciones administrativas de la ANM 
y se toman otras determinaciones”, la cual suspende los términos de todas las actuaciones administrativas 
iniciadas ante la ANM y los términos con que cuentan los titulares mineros, solicitantes y proponentes para 
cumplir los requerimientos técnicos y jurídicos elevados por la autoridad minera, así como para interponer 
los recursos de reposición a que haya lugar, desde el día 17 de marzo de 2020 hasta el día 12 de abril de 
2020, ambas fechas inclusive.  
 
En caso que el periodo de aislamiento preventivo obligatorio ordenado mediante Decreto Legislativo No. 
457 del 22 de marzo de 2020 se prorrogue, los plazos de suspensión se entenderán prorrogados por el 
mismo término. 
 
Es preciso aclarar que los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se reanudarán a 
partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de 
Salud y Protección Social. Es decir, que los términos que eventualmente se deriven de los actos 
administrativos notificados, empezarán a correr hasta el día hábil siguiente al levantamiento de la 
suspensión de términos, lo cual, de suyo, garantiza la plena vigencia y eficacia de los derechos 
fundamentales de los administrados. 
 
El Vicepresidente de Promoción y Fomento de la Agencia Nacional de Minería, toma la presente decisión 
basado en los estudios y análisis efectuados el Grupo de Fomento de la Vicepresidencia de Promoción y 
Fomento.   
 

RESUELVE 
 
ARTÍCULO PRIMERO. - DAR POR TERMINADO el trámite de la solicitud de declaración y delimitación de 
un área de reserva especial, presentada mediante radicado No. 20189080281792 del 17 de julio de 2018, 
ubicada en el municipio de La Llanada (San Francisco), departamento de Nariño, por los señores 
relacionados a continuación, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente Resolución: 
 

Número Nombre Tipo y Número de 
Documento 

1 José German Tapia Alderete C.C. 98.348.788 
2 Moisés Álvarez Morales C.C. 5.329.166 
3 Donaldo Jacob Álvarez Morales C.C. 98.348.106 

 
ARTÍCULO SEGUNDO. - ACEPTAR EL DESISTIMIENTO del trámite de la solicitud de declaración y 
delimitación de un área de reserva especial, presentada mediante radicado No. 20189080281792 del 17 
de julio de 2018, ubicada en el municipio de La Llanada (San Francisco), departamento de Nariño, 
respecto del señor Esteban Clemencio Toro Caicedo, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
18.143.265, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO TERCERO. - NOTIFICAR el presente acto administrativo a los señores relacionados a 
continuación, según lo establecido el artículo 4 del Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, o en su defecto, 
procédase de conformidad con el artículo 67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011: 
 

Número Nombre Tipo y Número de 
Documento 

1 Esteban Clemencio Toro Caicedo C.C. 18.143.265 
2 José German Tapia Alderete C.C. 98.348.788 
3 Moisés Álvarez Morales C.C. 5.329.166 
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Número Nombre Tipo y Número de 
Documento 

4 Donaldo Jacob Álvarez Morales C.C. 98.348.106 
 
ARTÍCULO CUARTO. - Una vez ejecutoriada y en firme la presente Resolución, COMUNICAR a través 
del Grupo de Información y Atención al Minero, al alcalde municipal de Llanada, departamento de Nariño, 
y a la Corporación Autónoma Regional de Nariño (CORPONARIÑO), para los fines pertinentes.   
 
ARTÍCULO QUINTO. - Contra la presente resolución procede el recurso de reposición, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 76 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 -Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y atendiendo lo expuesto en la parte motiva.   
 
ARTÍCULO SEXTO. - Ejecutoriada la presente resolución, archivar la petición radicada bajo el No. 
20189080281792 del 17 de julio de 2018.  
 
Dada en Bogotá, D.C. 
 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DAVID ANDRÉS GONZÁLEZ CASTAÑO 
Vicepresidente de Promoción y Fomento  

 
 
Proyectó: Tatiana Araque Mendoza – Gestor Grupo de Fomento 
Aprobó: Katia Romero Molina – Coordinadora Grupo de Fomento 
Revisó: Adriana Marcela Rueda Guerrero - Abogada Vicepresidencia de Promoción y Fomento 
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CE-VCT-GIAM-01254 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 

Resolución VPPF No 045 DEL 31 DE MARZO DE 2020, proferida dentro del expediente de la 

solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL SAN FRANCISCO LA LLANADA SOL 728, 

identificada con placa interna ARE-179, fue notificada al señor MOISES ALVAREZ MORALES 

mediante Aviso No 20204110331091 del 30 de julio de 2020, entregado el día 11 de agosto 

de 2020, a los señores JOSE GERMAN TAPIA ALDERETE y ESTEBAN CLEMENCIO TORO 
CAICEDO mediante Avisos No 20204110331101 y 20204110331111 de fecha 30 de julio de 

2020, respectivamente, entregados el día 12 de agosto de 2020, y al señor DONALDO JACOB 
ALVAREZ MORALES mediante Publicación de Aviso No AV-VCT-GIAM-08-0049 fijada el día 

veintiocho (28) de septiembre de 2020 y desfijada el día dos (02) de octubre de 2020; 

quedando ejecutoriada y en firme el día 21 de octubre de 2020, como quiera que contra 

dicho acto administrativo no se presentó recurso alguno, por lo cual queda agotada la vía 

gubernativa.  

 
Dada en Bogotá D C, a los veintiún (21) días del mes de octubre de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 
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RESOLUCIÓN VPPF NÚMERO  050 
 

 
 

 
 

“Por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 
252 de 22 de octubre de 2019” 

 
 

EL VICEPRESIDENTE DE PROMOCIÓN Y FOMENTO DE LA AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA, en 
ejercicio de sus facultades legales conferidas por el artículo 31 de la Ley 685 de 2001, modificado por el 
artículo 147 del Decreto – Ley 019 del 10 de enero de 2012 y, en especial, las establecidas en el Decreto 
4134 del 3 de noviembre de 2011, Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, la Resolución No. 309 del 5 de 
mayo de 2016, corregida por la Resolución No. 709 del 29 de agosto de 2016, la Resolución No. 546 del 
20 de septiembre de 2017 y la Resolución No. 490 de 30 de julio de 2019 y Resolución No. 116 de 30 de 
marzo de 2020, todas de la Agencia Nacional de Minería y, 

 
CONSIDERANDO 

 
1. ANTECEDENTES DEL TRÁMITE 

 
Que mediante radicado No. 20199030518592 de 15 de abril de 2019 (Folios 1-10), se recibió solicitud de 
declaración y delimitación de un Área de Reserva Especial para la explotación de carbón término, ubicada 
en el municipio de Cucaita y Tunja, departamento de Boyacá, suscrita por la señora CLAUDIA ESPERANZA 
JIMÉNEZ TORRES identificada con cédula de ciudadanía No. 37.535.604.  
 
Que adelantado el trámite correspondiente, la Vicepresidencia de Promoción y Fomento, mediante 
Resolución No. 252 de 22 de octubre de 2019, resolvió rechazar la solicitud de declaración y delimitación 
de área de reserva especial presentada mediante radicado No. 20199030518592 de 15 de abril de 2019, 
con fundamento en las causales de rechazo contempladas en los numerales 2, 4 y 10  del artículo 10 de la 
Resolución No. 546 de 2017, atendiendo a que los frentes de trabajo solicitados se ubicaron en 
superposición con zona excluible de la minería y Título Minero; también se rechazó en atención a la 
ausencia de comunidad.   
 
Que la citada resolución se notificó personalmente el 24 de octubre de 2019. 
 
Que mediante radicado No. 20199030594412 del 05 de noviembre de 2019, la señora CLAUDIA 
ESPERANZA JIMÉNEZ TORRES interpuso recurso de reposición en contra de la Resolución No. 252 de 
2019.  
 
 
2. ARGUMENTOS DEL RECURSO 

 
Que el recurso de reposición, presentado mediante radicado No. 20199030594412 del 05 de noviembre 
de 2019 argumenta y solicita a la Autoridad Minera lo siguiente:  
 

 “… 

(   31 MAR. 2020   )
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CONSIDERACIONES 
 
• Que radique el día   15 de abril de 2019, una solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial 
ubicada en jurisdicción el municipio de Cucaita, para la explotación de carbón térmico. 
• Que la solicitud fue evaluada por el grupo de promoción y fomento el 1 O   de junio de 2019 
• Que la propuesta está superpuesta con la zona de paramo altiplano cundiboyacense en un 97 % 
•   Que la propuesta se encuentra superpuesta al contrato de concesión ADC- 
111 en un 92% 
•   Que la solicitante no pertenece a una comunidad minera 
 
De acuerdo a lo anterior explico lo referente a las causales de rechazo y doy explicación a esas causales 
 
          1.  COMUNIDAD MINERA 
 
Si existe comunidad minera, de la cual yo soy la representante, esta comunidad está conformada por mineros 
tradicionales todos trabajadores de la mina, mineros como LUIS CARLOS HERRERACHIVATA con C.C. 6.767.700 
DE TUNJA, BERNDARDO FONSECA CAICEDO con e.e. 4.191.111    de Paipa, que han explotado hace más de 30 
años en el área solicitada para delimitación. 
 
2.  Superposición con título minero ADC-111 
Título que no se encuentra legalizado y no cuenta con licencia ambiental, en ese sector el titular no desarrolla trabajos  
mineros. 
 
3.  Superposición con zona de páramo altiplano Cundiboyacense 
 
La zona donde exploto no supera los 3100 msnm, y fue mal delimitada por el instituto Alejandro  Humbold, avalado por 
el ministerio del medio ambiente,  la zona donde laboramos  la comunidad  minera tradicional  de Cucaita no tiene 
problemas de zona de páramo. 
 
4.  Soportes donde se comprueba la tradicionalidad 
 
Esto debió requerirse tal como dice la normatividad vigente y dar un plazo para completar estos documentos. 
 
Por tales motivos solicito no rechazar la solicitud de declaración y delimitación de un área de reserva especial ubicada 
en jurisdicción el municipio de Cucaita, por los motivos expuestos y porque además se violó el debido proceso debido 
a que no se requirió complementar la solicitud 
 
De esta manera solicito continuar con los trámites para el otorgamiento de la misma y requerir si hay necesidad de 
completar los documentos como menciona la normatividad vigente. (…)”  

 
3. PARA RESOLVER SE CONSIDERA 
 
3.1 Presupuestos legales  
 
Lo primero que será objeto de estudio para resolver el presente recurso es el cumplimiento de los 
presupuestos legales para interponerlo, en ese orden de ideas se debe tener en cuenta que el artículo 297 
del Código de Minas señala: 
 

Artículo 297. Remisión. En el procedimiento gubernativo y en las acciones judiciales, en materia 
minera, se estará en lo pertinente, a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo (…).  

 
Ahora bien, una vez recibido el escrito identificado con el asunto “Recurso de Reposición”, se debe 
establecer si el mismo cumple con los requisitos del artículo 77 de la Ley 1437 de 2011 – Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que señala:  

 
“Artículo 77. Requisitos. Por regla general los recursos se interpondrán por escrito que no requiere de 
presentación personal si quien lo presenta ha sido reconocido en la actuación. Igualmente, podrán 
presentarse por medios electrónicos.  
 
Los recursos deberán reunir, además, los siguientes requisitos:  
 
1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o apoderado debidamente 
constituido.  

DE     31 MAR. 2020



RESOLUCIÓN No.  050                  Hoja No. 3 de 11 
 

 
“Por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 

252 de 22 de octubre de 2019” 
 

MIS1-P-003-F-004 / V3 

2. Sustentarse con expresión concreta de los motivos de inconformidad.  
3. Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer valer.  
4. Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así como la dirección electrónica si desea ser 
notificado por este medio.  
 
Sólo los abogados en ejercicio podrán ser apoderados. Si el recurrente obra como agente oficioso, 
deberá acreditar la calidad de abogado en ejercicio, y prestar la caución que se le señale para 
garantizar que la persona por quien obra ratificará su actuación dentro del término de dos (2) meses.  
 
Si no hay ratificación se hará efectiva la caución y se archivará el expediente.  
 
Para el trámite del recurso el recurrente no está en la obligación de pagar la suma que el acto recurrido 
le exija. Con todo, podrá pagar lo que reconoce deber. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
En el caso objeto de estudio la recurrente CLAUDIA ESPERANZA JIMÉNEZ TORRES, solicitante de 
declaración y delimitación de un área de reserva especial rechazada mediante Resolución No. 252 de 22 
de octubre de 2019, presentó recurso de reposición el día 05 de noviembre de 2019, dentro del término 
establecido en el artículo 76 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Que, en relación con los demás requisitos se observa la concurrencia de estos, por lo que se procede a 
resolver el recurso de reposición, para lo cual se analizará cada uno de los argumentos presentados por 
el recurrente. 
 
3.2 Frente al recurso interpuesto 
 
En primer lugar, es preciso indicar que esta Vicepresidencia atenderá los argumentos expuestos en el 
recurso conforme a lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo en relación con la conclusión del procedimiento administrativo, y a la interpretación de la 
Corte Constitucional en Sentencia T-455/16, en la cual se manifestó:  
 

PRINCIPIO NO REFORMATIO IN PEJUS-Alcance/PRINCIPIO NO REFORMATIO IN PEJUS-Derecho 
fundamental para el apelante único 
 
Al Juez de segunda instancia le está prohibido pronunciarse sobre las situaciones que no hayan sido 
planteadas en el recurso, salvo contadas excepciones. Pero, particularmente, tiene prohibido desmejorar la 
situación del apelante único, ya que de permitirse lo contrario, la consecuencia perversa sería que nadie se 
atrevería a cuestionar los fallos de primera instancia y, en esa medida, se violarían principios 
constitucionales propios de una democracia tales como el derecho a la defensa y la doble instancia, 
garantías propias del debido proceso. (… ) 
 
PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS SENTENCIAS-Alcance 
 
El juez debe tomar su decisión de manera congruente con los hechos, pretensiones y excepciones probadas 
dentro del proceso. Por lo tanto, no podrá proferir una sentencia en la que se pronuncie acerca de algo que 
no fue solicitado por las partes (extra petita) o en la que otorgue más de lo pedido (ultra petita), pero 
tampoco podrá fallar sin pronunciarse acerca de todas las pretensiones, pues de lo contrario deberá explicar 
de manera suficiente las razones por las cuales omitió referirse a algún pedimento. El principio de 
congruencia de la sentencia, además garantiza el oportuno uso del derecho de defensa por parte de las 
partes, puesto que les permite hacer uso de cada una de las herramientas establecidas en la ley para ello. 
 
DEBIDO PROCESO-Vulneración al no garantizar principios de congruencia y de la non reformatio in pejus, 
al proferir sentencia de segunda instancia en la que agravó la decisión de primera instancia, tratándose de 
apelante único (…)  
 
Alcance del principio de congruencia de la sentencia - Reiteración 
 
(…) En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial 
sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca 
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probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión o que la 
ley permita considerarlo de oficio” (…) 
 
24.1. El principio de congruencia de la sentencia, además se traduce en una garantía del debido proceso 
para las partes, puesto que garantiza que el juez sólo se pronunciará respecto de lo discutido y no fallará ni 
extra petita, ni ultra petita, porque en todo caso, la decisión se tomará de acuerdo a las pretensiones y 
excepciones probadas a lo largo del desarrollo del proceso. Esto, además, garantiza el derecho a la defensa 
de las partes, puesto durante el debate podrán ejercer los mecanismos que la ley ha establecido para ello en 
los términos adecuados. 
 
La jurisprudencia de esta Corporación ha definido el principio de congruencia “como uno de los elementos 
constitutivos del derecho fundamental al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución 
Política, “en la medida que impide determinadas decisiones porque su justificación no surge del proceso por 
no responder en lo que en él se pidió, debatió, o probó”1. (…)  

 
Del estudio del recurso de reposición, se evidencia que el recurrente sustenta su desacuerdo con la 
Resolución No. 252 de 22 de octubre de 2019, sobre los siguientes argumentos:  
 

Existencia de comunidad minera que requiere ser beneficiaria de la delimitación del área de 
Reserva Especial. 
Superposición con la Zona de Páramo, no tiene la justificación por cuanto el Ministerio de Medio 
Ambiente se equivocó en la delimitación. 
Superposición con Titulo Minero en el cual no se adelantan actividades mineras ya que no 
cuenta con licencia ambiental. 
Necesidad de agotarse requerimiento para subsanar la solicitud. 

 
Para desarrollar los argumentos expuestos en el recurso de reposición, es preciso manifestar que la 
Resolución No. 252 de 22 de octubre de 2019 se sustentó en causales técnicas relacionadas con el 
viabilidad del área y una de tipo sustancial como lo es la existencia de comunidad minera necesario para 
que se adelante el trámite de Áreas de Reserva Especial de conformidad al artículo 31 del Código de 
Minas. Corolario de lo anterior, las consideraciones del recurso se abordarán de la siguiente manera: 

 
i.  De la existencia de la comunidad minera 

 
Conforme se observa del escrito del recurso de reposición, se encuentra que la recurrente argumenta que 
es la representante de la comunidad minera conformada por trabajadores de la mina y enuncia como 
ejemplo a los señores LUIS CARLOS HERRERA CHIVATA y BERNARDO (SIC) FONSECA CAICEDO, 
hacen parte de la comunidad y han explotado por más de 30 años. 
 
Frente a ello debemos señalar, que, en efecto, uno de los argumentos mencionados en la Resolución 
No. 252 de 22 de octubre de 2019, que dieron lugar al rechazo de la solicitud es la no existencia de 
comunidad minera, por cuanto el Ministerio de Minas y Energía mediante la Resolución No. 41107 del 18 
de noviembre de 2016, definió que para efectos de la declaratoria de Área de Reserva Especial una 
comunidad minera, debe estar acorde con la siguiente definición: 
 

“Comunidad Minera: Para efectos de la declaratoria de áreas de reserva especial de que trata el 
artículo 31 del Código de Minas, se entiende por comunidad minera la agrupación de 
personas que adelantan explotaciones tradicionales de yacimientos mineros en un área específica 
en común.”  

 

                                                      
1 Sentencia T-714 de 2013, (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), que a su vez reitera lo dicho en las sentencias T-773 de 2008, 
(M.P. Mauricio González Cuervo); T-450 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) y T-025 de 2002, (M.P. Marco Gerardo 
Monroy Cabra), entre otras. 
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Conforme a dicha definición, tenemos que la Autoridad Minera dentro del trámite de Área de Reserva 
Especial, debe verificar la existencia de una comunidad minera, la cual se enmarca dentro de los 
siguientes aspectos: 
 

1. Agrupación de personas. 
2. Que la agrupación de personas adelante explotaciones tradicionales. 
3. Que el área de las explotaciones sea común. 

 
Al analizar cada uno de estos aspectos encontramos que el diccionario de la Real Legua española define 
la agrupación como la “Acción y efecto de agrupar” “Conjunto de personas u organismos que se asocian 
con algún fin”, ello quiere decir, que, para acreditar este primer criterio de la definición de comunidad 
minera, debe existir un conjunto de personas. 
 
En relación con el segundo criterio, dicha agrupación de personas, debe ostentar el fin común, de 
adelantar actividades mineras, y que a su vez, requieran su formalización a través de la figura de área de 
reserva especial. 
 
Por último, en relación con el tercer criterio, y acorde con la necesidad de adelantar un fin común, dichas 
agrupaciones de personas deben compartir una misma área en la que adelanten las actividades. 
 
Atendiendo a tales criterios, y al caso particular de la solicitud de área de reserva especial con radicado 
No. 20199030518592 de 15 de abril de 2019, encontramos que la solicitud fue presentada por la señora 
CLAUDIA ESPERANZA JIMENEZ TORRES, y que no hizo mención, ni aportó información de otros 
mineros que conformaran una comunidad.  
 
Al evidenciarse que la única interesada en la delimitación del área de reserva especial es la señora 
CLAUDIA ESPERANZA JIMENEZ TORRES, se evidencia que no se cumple con uno de los criterios que 
conforman una comunidad minera, enunciado en el numeral 1, antes anotado, y que corresponde a la 
agrupación de personas, y en consecuencia, es imposible acreditar los demás aspectos de la definición 
aquí analizada. Sobre este punto se profundizará mas adelante.  
 
Aclarado lo anterior, debemos precisar que si bien, se indica en el recurso que es la representante legal 
de la comunidad, la solicitud no fue presentada en dicho sentido,  y mal haría la administración en asumir 
dicha representación, ya que esta debe ser señalada de manera expresa, indicando el nombre de quienes 
conforman la presunta comunidad y quienes confirieron dicha representación, acompañado del 
correspondiente poder que le permitiera ostentar tales atribuciones, por lo que debemos indicar que la 
representación es una figura jurídica en la que concurren dos partes, en la cual una parte le confiere a la 
otra una gestión a su cargo en los siguientes términos del código Civil: 

 
“ARTICULO 2142. <DEFINICION DE MANDATO>. El mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de 
uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera. 
La persona que concede el encargo se llama comitente o mandante, y la que lo acepta apoderado, procurador, y en 
general mandatario.” 

 
En relación con el poder debemos precisar que la Corte Constitucional en su Sentencia C-1178/01 indicó 
que “El contrato de mandato es uno entre los diversos negocios jurídicos de gestión y consiste en que el 
mandatario se encarga de adelantar negocios jurídicos o actos de comercio, por cuenta del mandante, 
con representación o sin ella. En tanto el apoderamiento es un acto unilateral, que puede ser aceptado o 
no, en virtud del cual una persona autoriza a otra para actuar a su nombre y representación.” (Subrayado 
y negrilla fuera de texto) 

 
Frente a esto es importante aclarar que en los trámites mineros, conforme lo establece el código de 
Minas, la representación para actuar debe ser conferida a un abogado. Por lo tanto, al no existir dentro del 
trámite el poder debidamente otorgado para actuar en nombre de otros, o como lo señala la recurrente, de 
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otros mineros tradicionales, la señora CLAUDIA ESPERANZA JIMÉNEZ TORRES, no ostentó ante la 
Agencia Nacional de Minería tal calidad y conforme a dicha información, se atendió la solicitud presentada 
de forma unipersonal. Tampoco se probó ante la Autoridad Minera, que la recurrente fuera delegada por 
los mineros como el miembro encargado de adelantar el trámite, evento en el cual se debió allegar la 
documentación suscrita por cada uno de los integrantes de la comunidad minera.  
 
Conforme a todo lo anterior, para la Autoridad Minera es claro que no es posible atender de manera 
favorable la solicitud minera y el argumento expuesto en el recurso de reposición, pues como bien lo 
establece el artículo 31 de la Ley 685 de 2001 y el Ministerio de Minas y Energía a través de la Resolución 
No. 41107 del 18 de noviembre de 2016, para esta figura se requiere de la existencia de una 
agrupación de personas interesadas en el trámite, lo cual no se observa en el presente tramite. 
  

ii. De la superposición con la zona de páramo altiplano Cundiboyacense 
 

En relación con este argumento, la recurrente indicó expresamente, “(…) La zona donde exploto no supera 
los 3100 msnm, y fue mal delimitada por el instituto Alejandro Humbold, avalado por el ministerio del medio 
ambiente, la zona donde laboramos la comunidad minera tradicional de Cucaita no tiene problemas de zona 
de páramo.” 
 
Conforme a dicho argumento, debemos precisar que la Agencia Nacional de Minería conforme al Decreto-
Ley 4134 de 2011, tiene por objeto la administración de los minerales en el territorio nacional, y por su parte 
al Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, acorde con lo establecido en el Decreto 3570 de 
2011, es el ente rector de la gestión del ambiente y de los recursos naturales renovables, encargado de 
orientar y regular el ordenamiento ambiental del territorio y de definir las políticas y regulaciones a las que 
se sujetarán la recuperación, conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales renovables y del ambiente de la Nación. 
 
Por tanto, es el Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, el encargado de regular el 
ordenamiento ambiental en el territorio, y conforme a las facultades del decreto señalado y a lo establecido 
en el artículo 173 del Decreto 1753 de 2015, le corresponde la delimitación de las áreas de páramo.  
 
Como antecedentes a la delimitación del páramo del Altiplano Cundiboyacense, debemos indicar que el 
Ministerio de Ambiente mediante Resolución No. 937 de 2011 adoptó la cartografía de identificación y 
delimitación de los ecosistemas de páramos. Y mediante la Ley 1450 de 2011, reiterado por la ley 1753 de 
2015 se prohibió que en los ecosistemas de páramos se adelantaran actividades agropecuarias, de 
exploración y explotación de hidrocarburos y de minería, o de construcción de refinerías de hidrocarburos.  
 
En ese orden de ideas, se encuentra que la inconformidad presentada por la recurrente escapa a las 
funciones y competencias de la Agencia Nacional de Minería, quien en su calidad de Autoridad Minera debe 
acatar las disposiciones ambientales adoptadas por el Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, tales como las contenidas en la Resolución 1770 de 28 de octubre de 2016, “por la cual se 
delimita el Páramo altiplano Cundiboyacense  y se adoptan otras determinaciones”   
 
Ahora bien, dicho acto administrativo, goza de presunción de legalidad conforme al artículo 88 de la Ley 
1437 de 2011.  
 

“ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos 
administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se 
resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar.” 

 
Por tanto, la Resolución 1770 de 2016, genera los efectos en ella señalados, indistintamente de las 
consideraciones de particulares, quienes pueden acudir a la jurisdicción para que sea analizada la legalidad 
de su contenido, no siendo la Autoridad Minera la competente para tratar sobre su legitimidad.  

DE     31 MAR. 2020



RESOLUCIÓN No.  050                  Hoja No. 7 de 11 
 

 
“Por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 

252 de 22 de octubre de 2019” 
 

MIS1-P-003-F-004 / V3 

 
Que la Constitución Política de Colombia establece en sus artículos 8º, 58, 79 y 80 que es obligación del Estado y de 
las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación; que la propiedad es una función social que 
implica obligaciones, a la cual le es inherente una función ecológica; que es deber del Estado planif icar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar, entre otros fines, su conservación y restauración, así 
como proteger la diversidad e integridad del ambiente y de manera particular el deber de conservar las áreas de 
especial importancia ecológica. 
 
Que al respecto, la Corte Constitucional mediante Sentencia C-431 de 2000, dispuso que le corresponde al 
Estado con referencia a la protección del ambiente: "... 1)proteger su diversidad e integridad, 2) salvaguardar las 
riquezas naturales de la Nación, 3) conservar las áreas de especial importancia ecológica, 4) fomentar la educación 
ambiental, 5) planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para así garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o sustitución, 6) prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 7) 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados al ambiente y 8) cooperar con otras 
naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas de frontera". 
 
El ambiente se reconoce como un interés general en el que el Estado, a través de sus diferentes entidades 
del orden nacional, regional y local, y los particulares deben concurrir para garantizar su conservación y 
restauración en el marco del desarrollo sostenible. Esta concurrencia de los entes territoriales, las 
autoridades ambientales y la población en general, se hace en el marco de lo dispuesto por la Ley 99 de 
1993, en razón a que las normas ambientales son de orden público y no podrán ser objeto de 
transacción o de renuncia a su aplicación por las autoridades o por los particulares. 
 
La Corte Constitucional mediante Sentencia C-035 de 2016 dispuso: "Dentro de los distintos servicios 
ambientales que prestan los páramos se deben resaltar dos, que son fundamentales para la sociedad. Por una parte, 
los páramos son una pieza clave en la regulación del ciclo hídrico (en calidad y disponibilidad), en razón a que son 
recolectores y proveedores de agua potable de alta calidad y fácil distribución. Por otra parte, los páramos son 
"sumideros de carbono, es decir, almacenan y capturan carbono proveniente de la atmósfera." 
 
Se concluye entonces que al tratarse de un páramo es un área especialmente protegida, y que conforme a 
lo establecido en el artículo 34 de la Ley 685 de 2001, es un área excluible de la minería, en la cual no está 
permitido adelantar tramites mineros, por lo que no le asiste razón a la recurrente en considerar que la 
delimitación del páramo está mal efectuada y que por tanto la Autoridad Minera debe continuar con el 
estudio de su solicitud. 
 
Que en el mismo sentido de la decisión adoptada por esta Vicepresidencia mediante Resolución No, 252 de 
22 de octubre de 2019, dispone la Ley 99 en su artículo 1º, numeral 4, como principio que “las zonas de 
páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de recarga de acuíferos serán objeto de 
protección especial”, razón por la cual y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Código de 
Minas y la Resolución No. 546 de 2017 se deberá proteger dicho Páramo por ser una zona excluible de la 
minería.  
 
iii. De la superposición con Titulo Minero 
 
En relación con la superposición que se presenta con el título minero la recurrente argumenta lo siguiente, 
“Título que no se encuentra legalizado y no cuenta con licencia ambiental, en ese sector el titular no 
desarrolla trabajos  mineros.” 
 
En relación con lo anterior, debemos indicar que la solicitante, identificó los frente de explotación en la 
solicitud minera y al ingresarlos al sistema de catastro minero-ambiental de la Agencia Nacional de Minería, 
se encontró que la bocamina identificada como el inclinado, se encontraba dentro del título Minero ADC-
111, el cual contrario a lo señalado por la recurrente, fue otorgado por la Autoridad Minera e inscrito en el 
Registro Minero Nacional desde el 25 de agosto de 2003.  
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Respecto al argumento que el título no se encuentra en ejecución y que no cuenta con Licencia Ambiental, 
debemos indicar que la ejecución del contrato de concesión está sujeta a la etapa en la que se encuentre y 
al cumplimiento de los requisitos legales, mineros y ambientales para desarrollar explotación. Sin perjuicio 
de lo expuesto, el titular Minero tiene un derecho adquirido con anterioridad a la presentación de la solicitud 
de área de reserva especial que nos ocupa.    
 
Que, al existir un derecho previamente adquirido, el artículo 31 de la Ley 685 de 2001 indica que los 
tramites de las áreas de reserva especial, se adelanta sin perjuicio de los títulos mineros vigentes de la 
siguiente manera: 
 

"La Autoridad Minera o quien haga sus veces, por motivos de orden social o económico, determinados en 
cada caso, de oficio o por solicitud expresa de la comunidad minera, en aquellas áreas en donde exista 
explotaciones tradicionales de minería informal, delimitará zonas en las cuales temporalmente no se 
admitirán nuevas propuestas, sobre todos o algunos minerales. Su objeto será adelantar estudios 
geológicos-mineros y desarrollar proyectos mineros estratégicos para el país y su puesta en marcha. En 
todo caso, estos estudios geológicos-mineros y la iniciación de los respectivos proyectos no podrán tardar 
más de dos (2) años. La concesión solo se otorgará a las mismas comunidades que hayan ejercido las 
explotaciones mineras tradicionales, así hubiere solicitud de terceros. Todo lo anterior, sin perjuicio de los 
títulos mineros vigentes".  

 
La norma transcrita quiere decir, que los tramites de áreas de Reserva especial, deben respetar la 
existencia de Títulos Mineros en el área, circunstancia que fue contemplada como causal de rechazo de la 
solicitud en el artículo 10 de la Resolución No. 546 de 2017, el cual dispone:  
 

Artículo 10°.  Causales de rechazo de las solicitudes de áreas de reserva especial. Las solicitudes de 
declaración y delimitación de Áreas de Reserva Especial serán rechazadas mediante acto administrativo 
motivado cuando se presente alguna de las siguientes situaciones:  
 
(…) 4. Cuando el área solicitada o el área en la cual se localizan los trabajos mineros de la 
comunidad solicitante, se encuentre totalmente superpuesta con títulos mineros. (…)  

 
Por lo tanto, dicha situación resulta insubsanable, pues lo relevante aquí, es la existencia de un Titulo 
Minero, que si bien, atendiendo a la delimitación del Páramo, puede contar con restricciones para 
desarrollar la actividad, lo cierto es que se encuentra vigente y que se configura la causal de rechazo antes 
anotada.   
 
iv. Del deber de efectuar requerimiento para demostrar tradicionalidad 
 
Conforme se indicó en lo literales anteriores, el análisis del área sobre el cual radica el interés de la solicitud 
puso en evidencia la superposición de los frentes de trabajo con ÁREAS EXCLUIDAS de la actividad 
minera, así como la existencia de un título minería otorgado con anterioridad y que continua vigente. 
Conclusiones técnicas que conllevaron a la aplicación de las causales de rechazo que dispone la 
normatividad minera y ambiental, ya que tales superposiciones son condiciones insubsanables y por tanto, 
resulta inoficioso para la Autoridad Minera efectuar un requerimiento en aras de subsanar requisitos 
formales de la solicitud de área de reserva especial, como los medios de prueba para demostrar 
tradicionalidad y aquellos orientados a demostrar la conformación de una comunidad que no fue establecida 
desde la presentación de la solicitud y que también se enmarca como una causal de rechazo, al ser este un 
requisito sustancial para iniciar el trámite.  
 
Es importante aclarar que el artículo 17 de la Ley 1755 de 2015, a través del cual la Resolución 546 de 
2017, dispuso que se debían realizar los requerimientos establece lo siguiente: 
 

Artículo 17. Ley 1755 de 2015 Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio 
de eficacia, cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el 
peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión 
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de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario 
dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término 
máximo de un (1) mes.   A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o 
informes requeridos, se reactivará el término para resolver la petición.   Se entenderá que el 
peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, 
salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.   
Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el 
requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto 
administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede 
recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente 
presentada con el lleno de los requisitos legales.  
  

Conforme a la norma, una autoridad se habilita para realizar un requerimiento cuando i) es incompleta, o, ii) 
Cuando el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, y resalta la norma, que tal 
requerimiento puede efectuarse cuando la actuación pueda continuar sin oponerse a la Ley. 
 
No obstante, en el presente caso, el trámite administrativo no requiere de una gestión a cargo de la 
solicitante, y adicionalmente, no es posible continuar con la actuación administrativa, atendiendo a que 
legalmente las actividades mineras en el área esta prohibidas como lo señala el artículo 34 de la Ley 685 de 
2001 y el artículo 173 de la Ley 1753 de 2015, por tratarse de una zona de paramo debidamente delimitada 
por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
 
v. Debido proceso. 

 
Conforme a todo lo expuesto, se pudo evidenciar que la Resolución recurrida se ajustó a lo dispuesto en el 
artículo 31 de la Ley 685 de 2001 y la Resolución No. 546 de 2017 velando por el acatamiento de los 
principios que regulan dicha norma, y en tal sentido se ajustó expresamente a lo dispuesto en ella.  
 
Por parte del solicitante, este debe asumir la carga de acreditar y cumplir con lo dispuesto en la norma, 
como es pretender la formalización de la actividad en áreas compatibles con la actividad minera, de lo 
contrario no puede ser beneficiario de un área de reserva especial. 
 
Por su parte, la administración tiene el deber de adelantar el trámite administrativo conforme a los términos 
y condiciones dispuestas en la ley y sus reglamentos, garantizando un procedimiento justo e igualitario para 
todos los trámites, y así garantizar el debido proceso administrativo.  
 
En atención a la mención al debido proceso agotado en la actuación administrativa que da origen a la 
decisión recurrida, traemos a colación la Sentencia T-010/17, a través de la cual, la Sala Octava de 
Revisión de la Corte Constitucional, estableció cuales eran las garantías mínimas que se deben observar en 
cumplimiento del debido proceso administrativo, en los siguientes términos:  
 

“DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO-Garantías mínimas 
 
Existen unas garantías mínimas en virtud del derecho al debido proceso administrativo, dentro de 
las cuales encontramos las siguientes: “(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación 
oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, 
(iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a 
que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas 
propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al 
ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y 
(ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del 
debido proceso.” 

 

DE     31 MAR. 2020
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Como se puede verificar de las actuaciones surtidas por esta entidad, se ha dado la oportunidad a los 
recurrentes de ser oídos durante toda la actuación administrativa de declaración y delimitación del área de 
reserva especial, han sido debidamente notificados de las diferentes actuaciones surtidas dentro del 
correspondiente trámite, su participación ha sido permitida en las diligencia adelantadas por la entidad 
dentro de las cuales pudieron ejercer el derecho de defensa y contradicción, además de haber podido 
solicitar y aportar pruebas y a impugnar las decisiones tomadas. Estas actuaciones han garantizado el 
debido proceso durante todas las etapas del trámite. Para el caso que nos ocupa, se observa que la 
administración verificó el área en la cual la solicitante pretendía la formalización de actividades mineras, 
evidencia que se encuentra en área excluible de la minería, es decir, en área donde está prohibida 
ambientalmente la actividad minera por encontrase en una zona de paramo debidamente declara por el 
Ministerio de Medio Ambiente y desarrollo Sostenible, condición que hace insubsanable el presente trámite. 
 
Conforme a lo expuesto en la presente providencia, esta vicepresidencia no encuentra fundados los motivos 
de inconformidad expuestos en el recurso de reposición presentado mediante radicados No. 
20199030594412 del 05 de noviembre de 2019, razón por la cual se CONFIRMA la decisión adoptada 
mediante Resolución No. 252 de 22 de octubre de 2019.  
 
Que en atención a que el Gobierno Nacional profirió el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, por medio 
del cual se adoptaron medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por 
parte de las autoridades públicas en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, la 
notificación o comunicación que se ordene en el presente acto administrativo deberá adelantarse de 
manera electrónica de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 42. En el evento en que 
la notificación o comunicación no pueda hacerse de forma electrónica, se seguirá el procedimiento previsto 
en los artículos 67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  
 
De igual manera, el mencionado decreto en su Artículo 6, dispuso  que hasta tanto permanezca vigente la 
Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social las autoridades 
administrativas, por razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, 
mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales en sede 
administrativa. La suspensión afectará todos los términos legales, incluidos aquellos establecidos en 
términos de meses o años. Y en todo caso, durante el término que dure la suspensión y hasta el momento 
en que se reanuden las actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza 
previstos en la Ley que regule la materia.  
 
Que atendiendo lo dispuesto por el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020, la Agencia Nacional de Minería 
emitió Resolución 116 de 30 de marzo de 2020 “Por la cual se modifica la Resolución 096 del 17 de marzo de 
2020, se suspende la atención presencial al público, los términos de algunas actuaciones administrativas de la ANM y 
se toman otras determinaciones”, la cual suspende los términos de todas las actuaciones administrativas 
iniciadas ante la ANM y los términos con que cuentan los titulares mineros, solicitantes y proponentes para 
cumplir los requerimientos técnicos y jurídicos elevados por la autoridad minera, así como para interponer 

                                                      
2 Artículo 4. Notificación o comunicación de actos administrativos. Hasta tanto permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por 
el Ministerio de Salud y Protección Social, la notificación o comunicación de los actos administrativos se hará por medios electrónicos. Para el 
efecto en todo trámite, proceso o procedimiento que se inicie será obligatorio indicar la dirección electrónica para recibir notificaciones, y con la 
sola radicación se entenderá que se ha dado la autorización.  
En relación con las actuaciones administrativas que se encuentren en curso a la expedición del presente Decreto, los administ rados deberán 
indicar a la autoridad competente la dirección electrónica en la cual recibirán notificaciones o comunicaciones. Las autoridades, dentro de los 
tres (3) días hábiles posteriores a la expedición del presente Decreto, deberán habilitar un buzón de correo electrónico exclusivamente para 
efectuar las notificaciones o comunicaciones a que se refiere el presente artículo.  
El mensaje que se envíe al administrado deberá indicar el acto administrativo que se notifica o comunica, contener copia electrónica del acto 
administrativo, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo. La notificación 
o comunicación quedará surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado acceda al acto administrativo, fecha y hora  que deberá 
certificar la administración.  
En el evento en que la notificación o comunicación no pueda hacerse de forma electrónica, se seguirá el procedimiento previsto en los artículos 
67 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  
Parágrafo. La presente disposición no aplica para notificación de los actos de inscripción o registro regulada en el artículo 70 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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los recursos de reposición a que haya lugar, desde el día 17 de marzo de 2020 hasta el día 12 de abril de 
2020, ambas fechas inclusive.  
 
En caso que el periodo de aislamiento preventivo obligatorio ordenado mediante Decreto Legislativo No. 
457 del 22 de marzo de 2020 se prorrogue, los plazos de suspensión se entenderán prorrogados por el 
término que allí se señale. 
 
Es preciso aclarar que los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se reanudarán a 
partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de 
Salud y Protección Social. Es decir, que los términos que eventualmente se deriven de los actos 
administrativos notificados, empezarán a correr el día hábil siguiente al levantamiento de la suspensión de 
términos, lo cual, de suyo, garantiza la plena vigencia y eficacia de los derechos fundamentales de los 
administrados. 
 
El Vicepresidente de Promoción y Fomento de la Agencia Nacional de Minería, toma la presente decisión 
basado en los estudios y análisis efectuados por el Grupo de Fomento. 
 
En mérito de lo expuesto, 

RESUELVE 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- CONFIRMAR la decisión adoptada mediante Resolución No. 252 de 22 de 
octubre de 2019, por las razones expuestas en el presente acto administrativo. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- NOTIFICAR la presente Resolución a la señora CLAUDIA ESPERANZA 
JIMÉNEZ TORRES de acuerdo con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, y dentro de los diez (10) días contados a partir del día hábil siguiente a la 
superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, de 
conformidad al artículo 6 del Decreto 491 de 28 de marzo de 2020.  
 
ARTÍCULO TERCERO.- Contra el presente pronunciamiento NO procede recurso alguno de acuerdo con lo 
preceptuado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 
 
 
Dada en Bogotá, D.C., 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 

DAVID ANDRÉS GONZÁLEZ CASTAÑO 
Vicepresidencia de Promoción y Fomento  

 
 
Proyectó: Ángela Paola Alba Muñoz / Abogada VPPF   
Aprobó: Katia Romero Molina / Coordinadora del Grupo de Fomento 
Revisó: Adriana Marcela Rueda Guerrero / Abogada Vicepresidencia de Promoción y Fomento   
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CE-VCT-GIAM-00710 

VICEPRESIDENCIA DE CONTRATACIÓN Y TITULACIÓN 

    
GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

La suscrita Gestora del Grupo de Información y Atención al Minero, hace constar que la 
Resolución VPPF No 050 DEL 31 DE MARZO DE 2020, por medio de la cual se resuelve 
recurso de reposición interpuesto contra la resolución No. 252 de 22 de octubre de 2019, 
proferida dentro del expediente de la solicitud de ÁREA DE RESERVA ESPECIAL EL BAGRE Y 
ZARAGOZA, identificada con placa ARE-403, fue notificada electrónicamente a la señora 
CLAUDIA ESPERANZA JIMÉNEZ TORRES el día 15 de julio de 2020, de conformidad a la 
constancia No CNE-VCT-GIAM-00196 de fecha 15 de julio de 2020; quedando las 
mencionadas resoluciones ejecutoriadas y en firme el día 16 de julio de 2020, como quiera 
que contra dichos actos administrativos no procede recurso alguno, por lo cual queda 
agotada la vía gubernativa. 

Dada en Bogotá D C, a los veintidós (22) días del mes de julio de 2020. 

 

AYDEE PEÑA GUTIÉRREZ 

GESTOR GRUPO DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN AL MINERO 

Elaboró: Dania Campo H-VPPF-GF 

 


